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Capítulo tercero

LA NUEVA LEY DE AMPARO Y EL PROCESO 
ACUSATORIO

I. Oralidad

1. Aspectos generales

En la práctica, el juicio de amparo es predominantemente escrito. 
Normalmente son muy pocas las ocasiones en que la oralidad está 
presente en este proceso.

El Tribunal Constitucional español ha sostenido que no es in-
dispensable que impere la oralidad en una segunda o tercera ins-
tancia procesal, sino que debe tenerse en cuenta la estructura de 
dichas instancias y, sobre todo, la naturaleza de las cuestiones 
sobre las que versan.122 El juicio de amparo es un medio extraor-
dinario de defensa, de naturaleza constitucional; y por decirlo de 
alguna manera, las cuestiones procesales que llegan a él, sea por 
vía directa o indirecta, normalmente han sido depuradas en el 
procedimiento original a través de los recursos ordinarios, y su 
litis versa sobre aspectos muy puntuales de constitucionalidad.

La oralidad no es un principio gratuito o autónomo, sino sirve 
a los de publicidad, y en algunos aspectos al de inmediación. La 
transmisión oral de las comunicaciones procesales sirve para que 
un auditorio pueda tener conocimiento casi directo de lo que se 
actúa, y los ciudadanos participantes en él puedan controlar su 
desarrollo, y para que con mayor eficiencia el juez adquiera co-
nocimiento personal de los elementos de prueba y se comunique 
con las partes.123

122		  STC 48/2008, F.J. 5; y 118/2003, F.J. 4.
123		  Uribarri Carpintero, op. cit., nota 93, pp. 115-120; Carbonell, op. cit., 

nota 107, pp. 127-134, 139 y 140; Bardales Lazcano, Erika, Guía para el es-
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En el juicio de amparo no pueden remediarse todas las defi-
ciencias de la defensa de las partes, sino que es un instrumento de 
revisión constitucional, sujeto al principio de limitación de prue-
bas y a la prohibición de sustituir a la autoridad responsable,124 
entre otros, que limitan las facultades de los juzgadores que lo 
tienen a su cargo. A grandes rasgos,125 los tribunales de amparo 
únicamente pueden resolver apreciando el acto según fue pro-
bado ante la autoridad responsable y respetando el ejercicio de 
sus facultades discrecionales; entonces, las pruebas desahogadas 
ante ellos solamente deben referirse a aspectos inmediatamente 
relacionados con la procedencia del juicio o la constitucionalidad 
del acto reclamado. Por tal motivo, especialmente en casos de 
privación de la libertad fuera de procedimiento judicial, es poco 
probable que al juzgador de amparo le sea necesario presidir ac-
tos de prueba personales o de inspección judicial; pues estos ya 
habrían sido desahogados ante la responsable, y si no fue así ten-
drá la obligación de rechazarlos salvo que tengan inmediata rela-
ción con la litis del juicio de amparo.

2. Informe justificado y videograbaciones

No pueden satisfacerse los principios de oralidad e inmedia-
ción en sedes ulteriores, como la apelación y el amparo, pues no 
pueden replicarse las actuaciones que se produjeron en instancias 

tudio del sistema acusatorio en México, 3a. ed., México, MaGister, 2010, pp. 
82-85.

124		  “Principio de limitación de pruebas en el amparo. Sus efectos”, 
tesis II.2o.P.37 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, t. 
XXII, julio de 2005, p. 1489; y “Tribunales federales de amparo, atribu-
ciones de los”, tesis 538, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-1995, Pleno, t. VI, p. 353.

125		  Pueden hacerse muchas precisiones a estos principios, algunas de ellas 
las formularemos en la sección posterior de este trabajo, dentro de la cual ana-
lizaremos los alcances del control constitucional ejercido a través del juicio de 
amparo.
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iniciales. Y aun considerando que se diera esta repetición, ella no 
asegurará una exacta apreciación de los “autos”, porque dicha 
reproducción se hará en circunstancias muy diferentes a las origi-
nales; esto último tiene particular importancia en el amparo por-
que según el artículo 75 de la nueva Ley de Amparo, el acto re-
clamado debe apreciarse como fue probado ante la responsable.

El aparente dilema consiste en si se sacrifican los principios 
procesales penales de oralidad, publicidad e inmediación, o se re-
conoce que las instancias impugnativas no pueden satisfacerlos. 
Tal dilema no existe, o al menos no con la gravedad de antaño, 
pues en la actualidad existen diversos métodos que permiten re-
gistrar literalmente el desarrollo de las audiencias orales, como 
la versión taquigráfica o estenográfica de las mismas, o bien su 
videograbación.126 Ciertamente, ninguno de estos métodos garan-
tiza un conocimiento inmediato y cabal de los hechos que repre-
sentan, de la misma manera en que lo hace la asistencia personal 
a los mismos; sin embargo, son la única salida al dilema anterior, 
que permite la revisión ulterior de las decisiones de primera ins-
tancia, conforme los derechos fundamentales a ellas y a un plazo 
razonable, sin inútiles —por su poca fidelidad— réplicas de to-
das o algunas de sus diligencias.

El registro videograbado de los actos procesales es hoy el más 
relevante de estos métodos, aunque también podría contarse la 
grabación en audio de dichas diligencias. Por la trascendencia 
del primer procedimiento, nos referiremos solo a él, debiéndose 
considerar que lo dicho a su respecto también sería aplicable al 
segundo. 

Consideramos que no debe existir problema para admitir las 
videograbaciones como elemento de los informes justificados en 
el juicio de amparo. El artículo 117, párrafo primero, de la nue-
va Ley de Amparo dispone que la autoridad responsable “deberá 
rendir su informe con justificación por escrito o en medios mag-
néticos”. Aunque esta disposición se refiere a la vía indirecta del 

126		  Véase Hermoso Larragoiti, Héctor Arturo, Del sistema inquisitorio al 
moderno sistema acusatorio en México, México, SCJN, 2011, p. 704.
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juicio de derechos fundamentales, consideramos que por analo-
gía es aplicable también a la directa, pese al silencio que al res-
pecto guarda el artículo 178, fracción III, de dicho cuerpo legal. 
Y lo mismo puede decirse respecto del informe previo para la 
suspensión del acto reclamado, pues los “datos” que requiere el 
numeral 140 de esa nueva legislación bien pueden estar registra-
dos en aquellos medios u otro soporte.

Parece evidente que aquel precepto se encamina a resolver la 
cuestión de cómo deben rendirse los informes justificados en los 
juicios de amparo promovidos contra resoluciones dictadas en 
procesos orales, los cuales no solo incluyen los relativos a la ma-
teria penal, sino también los correspondientes a la mercantil y la 
familiar. La referencia de la ley a los “medios magnéticos” debe 
entenderse referida a toda clase de “soportes multimedia”, 127 no 
solo a los que tienen esa naturaleza, pues de hecho ella no es la 
más común en nuestros días en que abundan los formatos digi-
tales. Dado que los avances en este rubro se dan a una velocidad 
vertiginosa, mejor hubiera sido que nuestro legislador, como el 
español, “renuncia[ra]… a elaborar un mínimo elenco de los di-
ferentes documentos multimedia”.128

La “novedad” de estos elementos y la mayor frecuencia con 
que se han desahogado como elementos probatorios, ocasiona-

127		  Véase “Videograbaciones de audiencias celebradas en procedi-
mientos penales de corte acusatorio y oral hechas en discos versáti-
les digitales (dvd). Para efectos del amparo indirecto constituyen 
una prueba documental que se desahoga por sí misma, cuando son 
remitidos por la autoridad responsable para justificar su informe”, 
tesis VI.2o.P.6 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Dé-
cima Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, 
lib. XVII, febrero de 2013, t. 2, p. 1529. Cfr. infra, notas 131 y 132.

128		  Véase Nieva Fenoll, Jordi, Jurisdicción y proceso. Estudios de ciencia 
jurisdiccional, Madrid, Marcial Pons, 2009, pp. 313-319. Artículo 299.2 de la 
Ley (española) de Enjuiciamiento Civil (1/2000, del 7 de enero): “También se 
admitirán, conforme a lo dispuesto en esta Ley, los medios de reproducción de 
la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permiten ar-
chivar y conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas 
llevadas a cabo con fines contables o de otra clase, relevantes para el proceso”.
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ron problemas en la práctica sobre su naturaleza y las necesi-
dades de su aportación al proceso. En nuestra opinión, la mejor 
satisfacción de todos los principios jurídicos que entran en juego 
en el desahogo de una prueba de esta clase, lleva a que se tengan 
por desahogados con su sola presentación, salvo que sea indis-
pensable su reproducción.129 

Al ser un acto de molestia, toda resolución judicial y sus fun-
damentos y motivos deben constar por escrito —pensando que 
este se hallará en el tradicional soporte impreso—; documento 
al que resulta meramente complementaria la grabación audiovi-
sual de la audiencia correspondiente. De esta manera, y a dife-
rencia de lo pensado en un principio,130 no resulta indispensable 
una audiencia en que dicho registro se reproduzca totalmente, 
y que innecesariamente haga perder el tiempo al tribunal y las 
partes,131 habiéndose inclinado la Primera Sala del máximo tri-

129		  Véase Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., nota 7, pp. 108 y 116-
121 (116 y 125-131).

130		  “Videograbaciones en el juicio oral hechas en discos ópticos 
en formato dvd, que remite la autoridad responsable en apoyo a su 
informe justificado. Si el acto reclamado consiste en el auto de suje-
ción a proceso dictado conforme al nuevo proceso penal y el juez de 
distrito omite ordenar oficiosamente la reproducción de aquéllas, 
en las que se contienen el acto reclamado y las actuaciones que le 
sirvieron de sustento, a través de los medios electrónicos adecua-
dos, se actualiza una violación procesal que obliga a la autoridad 
revisora a ordenar la reposición del procedimiento, en términos del 
artículo 91, fracción iv, de la ley de la materia (legislación del es-
tado de Oaxaca)”, tesis XIII.1o.10 P, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Primer Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Cir-
cuito, t. XXIX, febrero de 2009, p. 2055.

131		  Cfr. “Videograbaciones de audiencias celebradas en procedi-
mientos penales de corte acusatorio y oral contenidas en archivos 
informáticos almacenados en un soporte material como lo es un 
disco versátil digital (dvd). Para efectos del juicio de amparo in-
directo no se requiere de una audiencia especial de reproducción si 
son remitidas por la autoridad responsable como justificación de su 
informe”, tesis VI.2o.P.7 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sex-
to Circuito, lib. XV, t. 2, diciembre de 2012, p. 1585.
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bunal por esta última opinión.132 Pero si en razón de la índole del 
debate fuera necesario recurrir a dichos elementos para aclarar 
algún punto o poner de manifiesto alguna situación que no re-
flejara el soporte impreso,133 su desahogo podría hacerse repro-
duciendo únicamente la parte conducente, previamente identifi-
cada, en una audiencia desarrollada con las formalidades de la 
prueba de inspección ocular.134

Otro problema se refiere a la aportación de los medios para re-
producir estos elementos, respecto de los cuales también la juris-
prudencia ha dado algunas respuestas. Aunque jurídicamente se 
considere que estos elementos se desahogan “por sí mismos”, sa-
bemos que en realidad necesitan de un instrumento que haga legi-
ble, audible y/o visible su contenido;135 pero, asimismo, estos ar-
tefactos hoy son tan comunes, y algunos gozan de tal divulgación, 
que es perfectamente posible reproducirlos “en cualquier com-

132		  Al resolver la contradicción de tesis 455/2012 entre los criterios seña-
lados en las dos últimas notas, y establecer la jurisprudencia “Videograba-
ciones de audiencias celebradas en procedimientos penales de corte 
acusatorio y oral contenidas en archivos informáticos almacena-
dos en un disco versátil digital (dvd). Si la autoridad responsable 
las remite como anexo o sustento de su informe justificado adquie-
ren la naturaleza jurídica de prueba documental pública, y deben 
tenerse por desahogadas sin necesidad de una audiencia especial”, 
tesis 1a./J. 43/2013 (10a.), pendiente de publicarse en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta.

133		  Véase Nieva Fenoll, op. cit., nota 128, pp. 326 y 327.
134		  “Videograbación. Su ofrecimiento en el juicio de amparo debe 

sujetarse a las reglas previstas para la inspección ocular”, tesis 
I.2o.P.12 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, t. XXV, ene-
ro de 2007, p. 2391. Cfr. “Pruebas en el incidente de suspensión. Los vi-
deocasetes pueden ser admitidos como tales, ya que son susceptibles 
de transformarse a documentos”, tesis IV.1o.A.4 K, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Cuarto Circuito, t. XXIV, julio de 2006, p. 1323.

135		  Cfr. “Videograbación. Constituye una inspección ocular y no 
una documental”, tesis I.2o.P.11 K, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito, t. XXV, enero de 2007, p. 2390.
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putadora, equipo que en este momento es el instrumento perso-
nal de trabajo más usual en cualquier órgano jurisdiccional”;136 de 
manera que solo cuando por su formato u otro motivo el tribunal 
no pueda perfeccionar su desahogo, podrá requerirse a su oferen-
te que aporte a la audiencia respectiva el medio de reproducción 
que corresponda, con el apercibimiento de que si no lo hiciera se 
tendrá desierta esa prueba, y sin exigir “que se acompañen, en el 
escrito del ofrecimiento, los medios de reproducción de la prueba 
[multimedia]”.137 De cualquier manera, es claro que corresponde 
al Estado dotar a los órganos jurisdiccionales de los medios de 
reproducción más frecuentes;138 esto no solo para facilitar a los 
justiciables el desahogo de sus pruebas —a menos, claro, que sea 
poco común el instrumento de que se trate—, sino sobre todo para 
que esta pueda ser cabalmente controlada por el tribunal.

Incluso en México, la tendencia es dar carácter “documental” 
a estos elementos que se han señalado, con toda razón, como 
los “documentos del siglo XXI”, aunque reconociendo sus carac-
terísticas propias y distintas al documento impreso habitual.139 
Dicha calidad ha sido otorgada en diversas ocasiones por la ju-
risprudencia, de manera formal equiparándolos a la prueba docu-

136		  Supra, nota 131. Véase también “Prueba de inspección en el inci-
dente de suspensión. Cuando se practica respecto de páginas de in-
ternet su desahogo no requiere conocimientos técnicos especiales”, 
tesis IV.2o.A.153 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Cir-
cuito, t. XXII, septiembre de 2005, p. 1532.

137		  “Prueba de videograbación en formato de disco compacto. Para 
su ofrecimiento y admisión basta que el actor acompañe el dispo-
sitivo electrónico al escrito correspondiente, y que la autoridad 
laboral acuerde su desahogo o recepción en una diligencia; por lo 
que el auto que tiene por no ofrecido dicho medio de convicción, 
viola las reglas del procedimiento (interpretación del artículo 780 
de la Ley Federal del Trabajo)”, tesis XIX.1o.P.T.12 L, Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, t. XXXII, octu-
bre de 2010, p. 3157.

138		  Nieva Fenoll, op. cit., nota 128, p. 330.
139		  Ibidem, pp. 305, 310, 313, 314, 321 y 326.
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mental, o informal señalándolos como elementos aportados por 
la ciencia y la técnica a los que son aplicables distintas reglas del 
régimen de la prueba documental tradicional.140

3. Resoluciones reclamadas

Todas las resoluciones judiciales son actos de molestia, y por 
ende deben constar por escrito por lo dispuesto en el primer pá-
rrafo del artículo 16 constitucional. 

Las resoluciones de los juicios orales, entonces, pueden tener 
una “doble forma”: oral y escrita; especialmente las sentencias 
definitivas que por mandato expreso del artículo 17 constitucio-
nal deben ser “explicadas” en audiencia pública. La cuestión a 
resolver sobre este punto es: ¿cuál resulta ser la resolución “au-
téntica”?, ¿la oral o la escrita? Para lo anterior debe considerarse 
la modalidad adoptada para el dictado de resoluciones. 

Pensamos que no deben escindirse ambas formas; es decir, no 
debiera haber una separación en cuanto a la validez jurídica de 
la versión oral o escrita de la resolución judicial, sino que una y 
otra forman parte de un mismo acto procesal, con múltiples ma-
tices. Aquí se da una analogía con la relación entre la sentencia 
y su aclaración: ambas deben considerarse “como un todo”,141 y 

140		  Supra, notas 127, 131 y 132; “Pruebas en el incidente…”, cit., nota 
134. Cfr. “Documental consistente en información extraída de inter-
net. En cuanto documento innominado, con base en el arbitrio ju-
dicial, puede asignársele valor indiciario”, tesis V.3o.9 C, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tercer Tribunal Colegia-
do del Quinto Circuito, t. XVI, agosto de 2002, p. 1279; e “Información ob-
tenida de una página de internet. Al equipararse su impresión a una 
prueba documental, le resultan aplicables las reglas establecidas 
para ésta por la Ley Federal del Trabajo respecto a su ofrecimien-
to, admisión, desahogo, objeciones, alcance y valor probatorio”, tesis 
XIX.2o.P.T.37 L, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo 
Noveno Circuito, t. XXXIV, julio de 2011, p. 2051.

141		  Cfr. “Sentencia definitiva. El amparo promovido en su contra 
dentro de los quince días siguientes al en que surtió efectos la no-
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según la jurisprudencia es preciso distinguir entre: 1) la decisión 
jurídica propiamente dicha, de índole inmaterial y ab initio co-
municable oralmente; 2) su representación documental, y 3) la 
explicación verbal de esta.142

¿Cuál sería el plazo para impugnar una resolución penal 
mediante el juicio de amparo? En nuestra opinión, y nuevamente 
siguiendo por analogía la regulación de la aclaración de sentencia, 
deben haber las oportunidades correspondientes a los posibles 
escenarios a que nos lleva la naturaleza oral del procedimiento. 
De esta suerte, el amparo deberá poderse iniciar desde: 1) el mo-
mento de emitirse oralmente la resolución, aunque sea por men-
ción de sus puntos resolutivos;143 2) el conocimiento de la versión 
escrita de la resolución,144 o en su caso, 3) la explicación del fallo 
según el artículo 17 constitucional.145

tificación de la resolución de su aclaración, no es extemporáneo”, 
tesis 1a./J. 36/2008, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Primera Sala, t. XXVIII, octubre de 2008, p. 355; “Aclaración de 
sentencia. El cómputo del plazo para promover el juicio de amparo 
directo en contra de una sentencia definitiva sujeta a esa institu-
ción procesal, inicia a partir del día siguiente al en que surte efec-
tos la notificación de la resolución recaída a la solicitud corres-
pondiente”, tesis P./J. 9/2013 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, Pleno, lib. XVIII, t. 1, marzo de 2013, p. 5.

142		  Cfr. “Sentencia. Inmutabilidad de la, como acto jurídico y no 
como documento”, tesis 405, Apéndice al Semanario Judicial de la Federa-
ción 1917-2000, Cuarta Sala, t. VI, p. 349; “Aclaración de sentencias de 
amparo. Sólo procede oficiosamente y respecto de ejecutorias”, tesis 
3, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, Pleno, t. VI, 
p. 7.

143		  Véanse “Aclaración de sentencia. Su tramitación no impide 
que se promueva amparo contra la sentencia definitiva, aun cuando 
aquélla esté pendiente de resolución”, tesis P./J. 149/2005, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, t. XXII, diciem-
bre de 2005, p. 5; “Ampliación de la demanda de amparo indirecto. Su-
puestos en los que procede”, tesis P./J. 15/2003, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, t. XVIII, julio de 2003, p. 12.

144		  Cfr. supra, nota 141.
145		  Supra, notas 143 y 144.
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Lo anterior es congruente con la jurisprudencia emitida por 
nuestros tribunales, aplicable al artículo 18 de la nueva Ley de 
Amparo.146 Esta disposición prevé diversos momentos en que el 
agraviado tiene conocimiento de la mera existencia del acto re-
clamado, o se presume iuris et de iure que lo adquiere —como 
con la notificación formal—. El indicado precepto no prohíbe 
que el amparo se inicie cuando se tenga un conocimiento “escue-
to” del acto de autoridad; lo que prohíbe dicho numeral es que 
el plazo para iniciar el amparo transcurra cuando el quejoso no 
ha tenido un “conocimiento directo, exacto y completo del acto 
reclamado”, sea por notificación formal o por comunicación in-
formal.147 

Por ello, en nuestra opinión, procederá el amparo aun cuando 
este plazo no haya iniciado su curso por la falta de tal conoci-
miento del acto de autoridad,148 lo que debiera acontecer cuan-
do haya un conocimiento cabal de la resolución. Este momento 
acontece en el sistema acusatorio no solo cuando se notifica de 
alguna manera la versión escrita de la resolución, sino también 
al explicarse dicha resolución en audiencia pública —con lo que 
precisamos nuestra anterior opinión—.149 

146		  Artículo 21 de la legislación anterior. Conforme al artículo sexto transi-
torio de la nueva Ley de Amparo, la jurisprudencia relativa a aquel cuerpo legal 
también será aplicable a ella, “en lo que no se [le] oponga”.

147		  Cfr. “Demanda de amparo. El plazo para promoverla debe com-
putarse a partir del día siguiente al en que el quejoso tuvo conoci-
miento completo del acto reclamado por cualquier medio con ante-
rioridad a la fecha en la que la responsable se lo notificó”, tesis 438, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, Pleno, t. II, p. 
467; “Acto reclamado. Debe tenerse por conocido desde el momento 
en que se reciben las copias solicitadas a la autoridad responsable”, 
tesis 1a./J. 42/2002, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Primera Sala, t. XVI, septiembre de 2002, p. 5.

148		  Véase “Reclamación. Su presentación no es extemporánea si 
ocurre antes de que inicie el plazo para hacerlo”, tesis 1a./J. 82/2010, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera 
Sala, t. XXXII, diciembre de 2010, p. 141.

149		  Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., nota 7, pp. 124-126 (134-136).
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Dicha explicación es una figura análoga a la aclaración de sen-
tencia, y además una formalidad requerida por la misma Cons-
titución. Ella forma parte integrante de la sentencia, y hasta que 
es pronunciada se podrá conocer a plenitud la decisión del tri-
bunal —independientemente de que efectivamente añada algo—. 
Su pronunciamiento es la comunicación procesal —o sea, la 
“notificación”150— de su contenido. Por tanto, hasta que este últi-
mo acto se efectúe habrá cabalmente un conocimiento material y 
jurídico de toda la resolución judicial, y comenzará a transcurrir 
el plazo para impugnarla mediante el juicio de amparo.151

Esta situación no fue atendida por el artículo 18 de la nueva 
Ley de Amparo, que con algunos cambios irrelevantes para este 
tema reiteró la fórmula anterior. Sin embargo, una apreciación 
pro actione de la naturaleza de dicha explicación pública de la re-
solución, y una interpretación con el mismo alcance del concepto 
de “notificación” en el sentido que le acabamos de dar, debe lle-
var a admitir una demanda de amparo cuyo plazo de presentación 
se hubiera computado a partir de la señalada glosa.

II. Situación procesal de la víctima

La reforma penal del 18 de junio de 2008 operó un importan-
te cambio en el papel de la víctima en el proceso penal, como 
vimos en la sección respectiva del primer capítulo. En síntesis, 
dichos cambios pueden resumirse en el reconocimiento de: 1) su 
calidad de “parte” en el procedimiento penal, y 2) la posibilidad 
de ejercer la acción penal en los supuestos determinados por el 
legislador.152

Salvo en la eventual acción penal privada, la víctima o el ofen-
dido por el delito no es sujeto activo o pasivo de ese derecho: no 
ejerce la instancia correspondiente y tampoco esta se dirige en su 

150		  Gómez Lara, op. cit., nota 48, p. 320.
151		  Supra, nota 141.
152		  Sobre el último tema, véase Hermoso Larragoiti, op. cit., nota 126, pp. 

669-672.
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contra. Pero el actual artículo 20, apartado C, fracción II, cons-
titucional dispone que la víctima o el ofendido del delito tiene 
el derecho a “Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le 
reciban todos los datos o elementos de prueba…, tanto en la in-
vestigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligen-
cias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los 
recursos en los términos que prevea la ley” (cursivas añadidas).

La víctima guarda entonces la situación de un “tercero lla-
mado” al juicio “para que le pare perjuicio el fallo”, que ya no 
justifica limitarlo a la “coadyuvancia”, siendo un “interviniente 
adhesivo litisconsorcial”, no uno simple, de acuerdo con la clasi-
ficación en que la ciencia procesal ha distinguido las figuras del 
“tercero” y el “coadyuvante”.153 La víctima u ofendido por el de-
lito es entonces “parte” dentro del procedimiento penal; y si esta 
calidad, aunque con gran reticencia de los operadores penales ya 
se desprendía del texto del artículo 20 constitucional anterior a la 
reforma de 2008, el cual no le otorgaba explícitamente el derecho 
a “intervenir en el juicio e interponer los recursos”,154 con mucha 
mayor razón y sin lugar a duda debe reconocérsele tal carácter 

153		  Cfr. Fairén Guillén, Víctor, Teoría general del derecho procesal, México, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1992, pp. 309 y 319-321; “Li-
tisconsorte pasivo y tercero llamado a juicio. Son figuras jurídicas 
distintas”, tesis II.3o.C. J/8, Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta, Novena Época, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, t. XXII, octubre de 2005, p. 2171.

154		  “Víctima u ofendido. Tiene carácter de parte en el proceso pe-
nal”, tesis 1a. LXXXIX/2011, Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta, Novena Época, Primera Sala, t. XXXIII, junio de 2011, p. 179; “Víctima 
u ofendido del delito. Tiene el derecho de aportar pruebas tanto en 
la averiguación previa como en el proceso penal (interpretación del 
artículo 20, apartado B, fracción II, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos)”, tesis 1a. CVII/2011, Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, t. XXXIV, julio de 
2011, p. 313. Con una perspectiva victimológica del derecho y el proceso pe-
nales, y su situación en nuestro país, véase Rivero Evia, Jorge, El acceso de las 
víctimas a la justicia de la Corte Penal Internacional, México, Porrúa-IMDPC, 
2012, pp. 183-226.
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ahora que ese precepto sí le atribuye expresamente tales facul-
tades y le garantiza una “participación de alto nivel dentro del 
proceso”, aunque no propiamente se le haya de tener como “parte 
acusadora” —salvo las hipótesis en que proceda la acción penal 
particular—, sino como un “tercero interesado”.155

No obstante que no se le considera “tercero interesado” por el 
artículo 5o., fracción III, inciso c), de la nueva Ley de Amparo, 
que a este respecto mantiene lo dispuesto por la legislación an-
terior —la cual no restringe la participación de la víctima como 
quejosa, como sí hizo el artículo 10 de la ley anterior—, conside-
ramos que sí se puede reconocer muy ampliamente a la víctima 
aquel carácter. Esto en virtud de los amplios términos genéricos 
con que la fracción I de aquel numeral define la legitimación del 
tercero interesado, a quien tiene como tal a las personas con “in-
terés jurídico” en que subsista el acto reclamado.

Los anteriores conceptos son aplicables con mayor razón a 
la acción penal cuyo ejercicio se otorgue a los particulares, de 
acuerdo con el artículo 21 constitucional. En esta hipótesis, la 
víctima sería quien directamente inste el proceso penal, de ma-
nera que no cabría duda de que se surte su interés jurídico, y 
que requeriría defender sus derechos frente a las violaciones que 
cometieran en su contra las autoridades penales, especialmente 
frente a las trabas que opusieran a tal ejercicio.

En los últimos años, la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia estableció tesis jurisprudenciales que dan una más 
amplia participación a la víctima como tercero perjudicado en 

155		  Véase Hermoso Larragoiti, op. cit., nota 126, pp. 662-669. Cfr. “Vícti-
ma u ofendido del delito. El hecho de que con motivo de la adición 
del apartado B al artículo 20 de la Constitución federal se eleva-
ran a rango de garantías individuales ciertos derechos de aquéllos, 
no significa que se atente contra el principio rector que concibe al 
Ministerio Público como único titular de la acción penal y órgano 
persecutor de los delitos”, tesis XXI.1o.P.A.40 P, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primer Tribunal Colegiado en Ma-
terias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, t. XXV, mayo de 
2007, p. 2244.
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amparo penal, y a afianzar su posición como tal.156 Por la gran 
amplitud que como vimos tiene el concepto de tercero intere-
sado en la nueva Ley de Amparo, concluimos que esta línea 
jurisprudencial debe mantenerse, sin importar para ello que los 
casos a que se refiere no se indiquen expresamente en ella. No 
consideramos correcto restringir la participación de la víctima 
como tercero perjudicado mediante una constrictiva lectura del 

156		  “Ofendido o víctima del delito. Pueden acudir al juicio de am-
paro indirecto con el carácter de tercero perjudicado cuando el 
acto reclamado afecte en los hechos a la reparación del daño, aun-
que no se refiera directamente a ella”, tesis 520, Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2011, t. II, p. 574; “Ofendido o víctima del 
delito. Casos en que la omisión de emplazarlo como tercero perju-
dicado en el juicio de amparo indirecto en materia penal constituye 
una violación a las reglas fundamentales del juicio que da lugar a 
ordenar su reposición”, tesis 1172, Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-2011, t. II, p. 1326; “Ofendido o víctima del delito. Pue-
de acudir al juicio de amparo indirecto con el carácter de tercero 
perjudicado cuando el acto reclamado sea una orden de aprehensión 
o un auto de formal prisión”, tesis 519, Apéndice al Semanario Judicial de 
la Federación 1917-2011, t. II, p. 573; “Víctima u ofendido del delito en 
el juicio de amparo directo en materia penal. El reconocimiento de su 
carácter de tercero perjudicado y la procedencia para emplazarlo, 
no debe condicionarse a que lo solicite expresamente”, tesis 557, Apén-
dice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, t. II, p. 617. Véanse 
también “Víctima u ofendido del delito. Si en el amparo indirecto no 
se advierte su participación con el carácter de tercero perjudicado, 
debe revocarse la sentencia recurrida y ordenarse la reposición del 
procedimiento, salvo el caso de que ello fuera innecesario por el 
posible resultado de la sentencia constitucional”, tesis 2033, Apéndice 
al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, t. II, p. 2327; 
“Ofendido o víctima del delito. La omisión de emplazarlo como ter-
cero perjudicado en el amparo indirecto promovido por el senten-
ciado contra la interlocutoria del juez de ejecución que resuelve 
su solicitud del beneficio de la libertad anticipada, constituye una 
violación a las reglas del procedimiento que origina su reposición 
(aplicación analógica de la tesis VI.2o.P.4 P [10a.])”, tesis VI.2o.P.5 P 
(10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Se-
gundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, lib. XVII, t. 2, 
febrero de 2013, p. 1409.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2014, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



LA NUEVA LEY DE AMPARO Y EL PROCESO ACUSATORIO 65

artículo 5o., fracción III, de dicho ordenamiento, contraria desde 
luego al principio pro persona en relación con el derecho funda-
mental de acceso a la justicia.157

Además, los señalados criterios, conjuntamente con el nuevo 
régimen de protección de los derechos humanos vigente des-
de 2011, inspiraron que luego también se admita a dicho sujeto 
como quejoso contra diversos actos dictados en el procedimien-
to penal, incluso contra la cuantía de las penas impuestas por la 
sentencia definitiva.158

157		  Véase “Principio pro personae. El contenido y alcance de los 
derechos humanos deben analizarse a partir de aquél”, tesis 1a. 
XXVI/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Primera Sala, lib. V, t. 1, febrero de 2012, p. 659.

158		  “Ofendidos del delito. Los familiares de un civil, víctima de un 
ilícito cometido por un militar, tienen legitimación para impugnar, 
a través del juicio de amparo, la declaratoria de competencia para 
conocer de una causa penal emitida por un juez de la jurisdicción 
militar”, tesis P. I/2013 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta, Décima Época, Pleno, lib. XVIII, t. 1, marzo de 2013, p. 368; “Víctima 
u ofendido del delito. Está legitimado para promover juicio de ampa-
ro directo contra la sentencia definitiva que absuelve al acusado”, 
tesis 1a./J. 21/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Primera Sala, lib. VIII, mayo de 2012, t, 1, p. 1084; “Ofendido 
o víctima del delito. Puede acudir al juicio de amparo indirecto con 
el carácter de quejoso cuando el acto reclamado afecte en los he-
chos a la reparación del daño, aunque no se refiera directamente a 
ella”, tesis VII.3o.P.T.11 P, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Séptimo Circuito, lib. XXXIII, mayo de 2011, p. 1235; “Ofendido o víctima 
del delito. Conforme a la Constitución General de la República, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y al Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, tiene interés jurídico para 
promover el juicio de amparo contra la resolución de la sala que 
confirma la negativa de la orden de aprehensión, al tener la expec-
tativa legal de que se le repare el daño y un interés directo en que 
se le respete su derecho humano de igualdad procesal”, tesis I.7o.P.1 
P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, lib. VI, t. 2, 
marzo de 2012, p. 1271; “Ofendido o víctima del delito. Puede acudir al 
juicio de amparo indirecto con el carácter de quejoso cuando el acto 

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2014, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



EL AMPARO Y EL PROCESO PENAL ACUSATORIO66

III. Suplencia de la queja

La suplencia de la queja en materia penal había sido una ins-
titución del juicio de amparo penal, tradicionalmente otorgada 
solo al “reo”.159 Actualmente, la fracción III del artículo 79 de la 
nueva Ley de Amparo otorga este beneficio al inculpado o sen-
tenciado, así como a la víctima u ofendido, aun en ausencia de 
conceptos de violación (fracción II).

Es muy plausible que se haya concedido esta prerrogativa a la 
víctima del delito, por: 1) su relevancia como parte del proceso 
penal y la importancia de sus derechos fundamentales, cuya pro-
tección y promoción corresponde a todas las autoridades según el 
nuevo artículo 1o. constitucional;160 2) los fines constitucionales 
del proceso penal y a los cuales también sirve la adecuada defen-
sa de la víctima, y 3) la tendencia procesal constitucional a elimi-
nar el principio de estricto derecho,161 señalado por Felipe Tena 

reclamado sea la resolución de la alzada que confirma la negativa 
de librar una orden de aprehensión”, tesis VI.1o.P.6 P (10a.), Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Primer Tribunal Cole-
giado en Materia Penal del Sexto Circuito, lib. XI, t. 2, agosto de 2012, p. 1843; 
“Víctima u ofendido del delito. Tiene legitimación para promover el 
amparo directo contra una sentencia condenatoria, cuando estime 
que la pena impuesta al inculpado es indebida”, tesis VI.2o.P.4 P (10a.), 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Segundo Tri-
bunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, lib. XVI, enero de 2013, 
t. 3, p. 2288.

159		  Artículo 76 Bis, fracción II, de la anterior Ley de Amparo; “Ofendido 
en materia penal. Es improcedente la suplencia de la queja a su favor 
con fundamento en la fracción vi del artículo 76 bis de la Ley de 
Amparo, cuando comparezca como quejoso en el juicio de garantías”, 
tesis 1a./J. 27/2003, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Primera Sala, t. XVIII, agosto de 2003, p. 127.

160		  Aunque las reformas penal de 2008 y de amparo de 2011 no hayan pre-
visto expresamente dicha suplencia. Su otorgamiento, como esta última indica, 
toca al legislador; a él corresponde decidir por qué otorga o niega ese beneficio, 
y hacerlo de manera razonable y proporcional. Cfr. idem.

161		  Como en la controversia constitucional, la acción de inconstitucionali-
dad y los juicios electorales, según los artículos 40 de la Ley Reglamentaria del 
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Ramírez como “un formalismo inhumano y anacrónico, victima-
rio de la justicia”,162 congruente con el deber internacional a que 
el amparo sea un “recurso sencillo” que prescribe el artículo 25.1 
del Pacto de San José.163 

Sin embargo, hay opiniones contrarias no solo a lo anterior, 
sino a toda suplencia de la queja en el amparo penal, que se ins-
piran en la idea de que dicha figura “en un procedimiento acu-
satorio y oral no puede aplicarse, pues implica revisar oficiosa y 
detalladamente todas las actuaciones realizadas, sin la necesidad 
del impulso de las partes”.164 A continuación analizaremos algu-
nas posibles objeciones a la suplencia de la queja en general, y 
en particular la que pudiera otorgarse a favor de la víctima del 
delito.

De la opinión contraria expuesta, advertimos que el primer 
cuestionamiento se refiere a la posibilidad de que la suplencia 
de la queja llegue a ocasionar una reformatio in peius contra el 
imputado quejoso, y el amparo le resulte contraproducente. Este 
temor es infundado.

El juicio de amparo es una acción dirigida contra actos de au-
toridad determinados o determinables —como frente a la priva-

Artículo 105 Constitucional, y 23.1 de la Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral.

162		  Prólogo a Castro, Juventino, La suplencia de la queja deficiente en el 
juicio de amparo, 1953, p. 17, citado en Burgoa, op. cit., nota 26, p. 297.

163		  Sugiriendo criterios para otorgar la suplencia de la queja: “Suplencia 
de la queja deficiente en materia de trabajo. Opera en favor del tra-
bajador cuando el acto reclamado afecte algún interés fundamen-
tal tutelado por el artículo 123 de la Constitución federal”, tesis 
P./J. 105/2008, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Épo-
ca, t. XXVIII, octubre de 2008, p. 63; “Suplencia de la queja en materia 
laboral a favor del trabajador. Opera aun ante la ausencia total 
de conceptos de violación o agravios”, tesis 610, Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-2000, Segunda Sala, t. V, p. 496.

164		  García Castillo, Zoraida, “Hacia un juicio acusatorio y oral: aspectos 
relevantes y perspectivas de la reforma constitucional”, Revista Académica, 
México, Universidad La Salle, Facultad de Derecho, año VII, núm. 14, enero 
de 2010, pp. 207 y 208.
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ción de libertad y en el llamado “amparo exploratorio”—. Tal 
es el límite del ejercicio de la función de control: el juzgador 
no puede emitir una declaración de inconstitucionalidad contra 
actos que no fueron impugnados, ni siquiera a través de una pre-
tendida “suplencia de la queja”. Este es un límite connatural a 
cualquier clase de función jurisdiccional, y en la materia consti-
tucional restringe los importantes poderes de sus tribunales.

Cualquier exceso de los límites materiales de la controversia 
puesta a decisión del tribunal constituye una incongruencia pro-
hibida por el artículo 17 constitucional. Esto aplica también a la 
suplencia de la queja en el amparo, que debe referirse a la litis 
propuesta en la demanda, es decir a la constitucionalidad del acto 
reclamado y no de cualquier otro. En relación con dicho acto, el 
juez de amparo podrá hacer valer argumentos contra su regula-
ridad que hayan sido expresados por el quejoso, pero no podrá 
integrar a la litis un acto diferente; así, por ejemplo, no podrá in-
validar el desechamiento de una prueba de la cuerda principal, por 
ilegal que sea, al analizar una resolución incidental.

Lo anterior también aplica al amparo directo. En este, el acto 
reclamado es la sentencia definitiva del proceso, y aunque el tri-
bunal colegiado o la Suprema Corte advirtieran que hubo una 
determinada violación procesal que no fue impugnada por el 
quejoso, en suplencia podrían hacer valer esta si trascendiera al 
resultado del fallo reclamado, y como parte del examen de cons-
titucionalidad de este, no porque motu proprio amplíe el objeto 
del litigio.

De tal manera, es jurídicamente imposible que por haber im-
pugnado el inculpado un acto del procedimiento que le afecte, su 
situación se agrave porque el amparo que promovió diera posibi-
lidad de que se analice un acto supuestamente ilícito que le bene-
ficie y hubiera sido reclamado en la demanda. Lo mismo puede 
decirse en relación con el estudio de los argumentos correspon-
dientes al propio acto reclamado: tampoco es jurídicamente po-
sible que la “suplencia” llegue a empeorar su situación, por sur-
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gir de ella un argumento que sostenga la constitucionalidad del 
acto impugnado, como veremos a continuación.

Supongamos que el quejoso hubiera omitido expresar razo-
nes que llevarían a sostener la inconstitucionalidad del acto re-
clamado, pero ocasionaran un cambio jurídico que le sería más 
gravoso. Tendría lugar un dilema que se debe resolver aplicando 
el principio de mayor beneficio, reconocido por la jurisprudencia 
del Pleno de la Suprema Corte,165 y negando el amparo al quejo-
so; en tal caso podría expresarse dicho argumento en la senten-
cia, aunque declarando su inoperancia.166 

Además, la suplencia de la queja no llevará a que se analicen 
pruebas o datos que no hayan sido desahogados ante la potestad 
común, contrariando el principio acusatorio. Esta figura no tiene 
esos alcances, pues se refiere solo a cuestiones de fondo, mera-
mente argumentativas;167 sin contar con que el juez de amparo 

165		  Cfr. “Conceptos de violación en amparo directo. El estudio de 
los que determinen su concesión debe atender al principio de mayor 
beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que aunque resulten fun-
dados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que 
se refieren a constitucionalidad de leyes”, tesis P./J. 3/2005, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, t. XXI, febrero 
de 2005, p. 5.

166		  Véase “Conceptos de violación inoperantes. Deben declararse 
así y negar el amparo, cuando de concederse éste, se causen perjui-
cios al quejoso”, tesis 2a. CCII/2002, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Segunda Sala, t. XVII, enero de 2003, p. 726.

167		  Cfr. “Auto de vinculación a proceso. El órgano de control 
constitucional, en suplencia de la queja deficiente, debe considerar 
todos los argumentos formulados por el imputado o su defensor en 
la demanda de garantías o en el escrito de expresión de agravios 
tendentes a desvirtuar las razones que motivaron su dictado, aun 
cuando no se hayan planteado en la audiencia correspondiente”, tesis 
1a./J. 94/2011 (9a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Primera Sala, lib. I, octubre de 2011, p. 689. Véanse también “Suplen-
cia de la queja deficiente prevista en el artículo 76 bis, fracción I, de 
la Ley de Amparo. No implica soslayar cuestiones de procedencia del 
juicio de garantías”, tesis P./J. 7/2006, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, t. XXIII, febrero de 2006, p. 7; “Suplencia de 
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debe apreciar el acto reclamado como fue probado ante la autori-
dad responsable, según el artículo 78 de la Ley de Amparo.

Mutatis mutandis las mismas consideraciones serían aplica-
bles a la suplencia de la queja que se propone a favor de la vícti-
ma del delito. Pero ni siquiera la extensión de esta figura en bene-
ficio del ofendido podría causar perjuicios indebidos al acusado: 
los límites de la suplencia a favor de la víctima estarían delimita-
dos por los derechos del inculpado, sin que el tribunal de amparo 
pueda otorgar a la víctima algo que los contravenga, dándole más 
de lo que jurídicamente le corresponda.168

En otra ocasión manifestamos una solución un poco diferente 
a la del legislador.169 Opinamos entonces que la suplencia de la 
queja debería favorecer al inculpado o sentenciado tan amplia-
mente como la establece la ley y ha sido tradicionalmente. Pero 
no consideramos que debiera ser así respecto de la víctima, a la 
cual es correcto otorgar esa prerrogativa, aunque condicionada a 
la necesidad de que exprese una mínima causa de pedir. Este di-
ferente trato estaría basado en el principio de igualdad procesal, 
en virtud del cual se equiparan las posiciones de una y otra parte, 
mas considerando la diferencia esencial entre ellas: en el proceso 
penal el inculpado se juega su libertad personal con todo lo que 
implica, es decir, “el valor más importante después de la vida”,170 
la cual por tanto tiene un mayor peso en estas circunstancias.

la deficiencia de la queja en materia penal, límites de la”, tesis 709, 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, Segundo Tribu-
nal Colegiado del Sexto Circuito, t. II, p. 591.

168		  Cfr. supra, nota 103; y “Suplencia de la queja en materia penal. 
Su aplicación a favor del procesado no implica desconocer el límite 
inherente que resulta de la obligación de respetar simultáneamen-
te los derechos fundamentales de la víctima y, por tanto, su obser-
vancia debe ponderarse por el órgano jurisdiccional conforme a los 
principios de legalidad e imparcialidad consagrados en la Constitu-
ción federal”, tesis II.2o.P.200 P, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Se-
gundo Circuito, t. XXIV, agosto de 2006, p. 2342.

169		  Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., nota 7, pp. 138 y 139 (149 y 150).
170		  Infra, nota 223 (cursivas añadidas).
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En aras de dicho principio, uno de los primeros criterios juris-
prudenciales sobre este tema concedió a la víctima el beneficio de 
la suplencia de la queja en los mismos términos que al acusado, 
pues considera que “los derechos de la [primera…] [poseen] la 
misma categoría e importancia que los que se otorgan al inculpa-
do, [por lo que] deben tener, sin distinción, igual protección”.171 
Oponiéndose frontalmente a esta opinión, otro tribunal colegiado 
propuso mantener el principio de estricto derecho en el amparo 
promovido por la víctima, dado que “no se está en presencia de 
supuestos iguales o semejantes consecuencias jurídicas, porque 
la garantía del ‘reo’ debe ser mayormente tutelada”.172 

171		  “Suplencia de la queja en los conceptos de violación o agra-
vios de la víctima u ofendido en el juicio de amparo en materia penal. 
Opera conforme al control de convencionalidad (inaplicabilidad 
del artículo 76 bis, fracción ii, de la Ley de Amparo y de las tesis 2a. 
Cxxxvii/2002 y 1a./j. 26/2003)”, tesis I.9o.P. J/1 (10a.), Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Noveno Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito, lib. V, t. 3, febrero de 2012, p. 2218. Véase 
también “Suplencia de la queja en amparo en materia penal. El artícu-
lo 76 bis, fracción ii, de la ley de la materia, que la prevé sólo a fa-
vor del imputado, constituye una restricción justificada al derecho 
de igualdad procesal de la víctima u ofendido (mayores de edad)”, 
tesis I.2o.P.18 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Dé-
cima Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 
lib. XVI, t. 3, enero de 2013, p. 2234.

172		  “Ofendido, no es violatorio de la garantía de igualdad que 
en juicio de amparo se aplique el principio de estricto derecho”, tesis 
I.5o.P.3 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, lib. 
IX, t. 2, junio de 2012, p. 889. Véanse también “Suplencia de la queja al 
ofendido o víctima. No es procedente por el momento, aun con las 
reformas constitucionales de amparo y derechos humanos del 10 de 
junio de 2011”, tesis I.7o.P.4 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito, lib. XII, t. 3, septiembre de 2012, p. 2069; “Suplencia de 
la queja deficiente en el juicio de amparo penal. Si el artículo 76 bis 
de la ley de la materia no la prevé a favor del ofendido, es ilegal 
que opere, aplicando el control difuso de convencionalidad”, tesis 
I.6o.P.19 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
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Nuestra posición expresada en el momento que indicamos tra-
tó de conciliar ambos extremos, ponderando los principios cons-
titucionales que tienen efecto en este conflicto.173 El legislador 
intenta lograr ese equilibrio de otra manera: vedando la suplencia 
de la queja cuando la víctima participe como tercero interesado, 
y obviamente haya sido el inculpado o sentenciado quien promo-
vió el juicio de amparo. 

En esta situación, de acuerdo con el comentado precepto, no 
deberá suplirse la deficiencia de los agravios que formule la vícti-
ma cuando, para hablar del ejemplo más prominente, interponga 
el recurso de revisión contra la sentencia definitiva del juicio de 
derechos fundamentales. Así, solo cuando la víctima sea quejosa 
principal o adhesiva procedería la suplencia de sus conceptos de 
violación, la cual habrá de ser absoluta, aun en ausencia de estos 
argumentos, de la misma manera que al inculpado o sentenciado. 

Diferente es el criterio de la reciente jurisprudencia que la Pri-
mera Sala del máximo tribunal estableció en la contradicción de 
tesis 163/2012. En la tesis derivada de este asunto, dicha Sala 
consideró que la suplencia “se extiende en pro de la víctima u 
ofendido por el delito”, y que este beneficio constituye “un paso 
más hacia el fin primordial para el que fue instituido el juicio de 
control constitucional, esto es, la búsqueda de la justicia”, pero 
omitió establecer si dicha suplencia procede incluso ante la au-
sencia de argumentos.174 Pero este punto sí lo determinó en la 
ejecutoria, señalando enfáticamente que “los juzgadores de am-

Época, Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, lib. XII, 
t. 3, septiembre de 2012, p. 2071.

173		  Véase “Derechos constitucionales. La vinculación de sus lími-
tes en el análisis de la constitucionalidad de una norma secunda-
ria”, tesis I.1o.A.100 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, No-
vena Época, Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, t. XVIII, noviembre de 2003, p. 955.

174		  “Suplencia de la queja deficiente en materia penal. Opera en fa-
vor de la víctima u ofendido por el delito, conforme al marco cons-
titucional sobre derechos humanos que resguardan los artículos 
20, apartado b y 1o. de la Constitución federal, no obstante que el 
artículo 76 bis, fracción ii, de la Ley de Amparo, la prevea sólo en 
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paro tendrán la obligación de suplir la queja deficiente tanto al 
inculpado como al ofendido, en los mismos términos y con igual 
empeño profesional para ambos, es decir, bajo las mismas condi-
ciones en que existe ahora para el primero”.175

El dilema es insorteable: si como indican la ley y la opinión 
que habíamos expresado, se restringiera de alguna manera la su-
plencia de la queja y de los agravios de la víctima, esta ya no se-
ría absoluta, como propone la jurisprudencia de la Suprema Cor-
te. Para el segundo de nosotros176 este conflicto debe resolverse 
a favor del máximo tribunal: 1) la plena defensa de las víctimas 
que se hallen en desventaja frente al inculpado o sentenciado, al 
igual que ante las autoridades, necesita de la suplencia de la que-
ja en términos absolutos por los motivos indicados en su resolu-
ción; 2) en realidad, la opinión que habíamos expresado difiere 
en mínimo grado de la sostenida por la Corte, pues según aquella 
la víctima gozaría de la suplencia con solo expresar una mínima 
causa de pedir;177 3) el nuevo paradigma de derechos fundamen-
tales que opera en nuestro sistema, exige no compadecerse de su 
vulneración, incluso mediante el ejercicio del control difuso, por 
lo que al advertirla el juzgador deberá repararla ex officio.178

beneficio del reo”, tesis 1a./J. 29/2013 (10a.), pendiente de publicarse en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

175		  Véase Primera Sala, contradicción de tesis 163/2012, 28 de noviembre 
de 2012, con. VI, pp. 125 y ss. (el pasaje transcrito se halla en las pp. 158 y 159 
[cursivas añadidas]).

176		  Supra, nota 86.
177		  Cfr. “Suplencia de la queja deficiente en el amparo en materia 

civil. Opera siempre que en los conceptos de violación o agravios 
exista una mínima causa de pedir”, tesis III.1o.C.174 C, Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito, t. XXXI, marzo de 2010, p. 3076.

178		  “Suplencia de la queja deficiente prevista en el artículo 76 bis, 
fracción vi, de la Ley de Amparo. Procede cuando en el juicio de ga-
rantías se advierta la violación de un derecho humano en perjuicio 
del quejoso”, tesis IV.2o.A.6 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Admi-
nistrativa del Cuarto Circuito, lib. XII, t. 3, septiembre de 2012, p. 2074; “Su-
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IV. Auto de vinculación a proceso

El auto de vinculación a proceso sujeta al inculpado al pro-
cedimiento penal; fija el plazo de la investigación formalizada, 
y establece el hecho o los hechos delictivos sobre los cuales se 
continuará el proceso, o determina las formas anticipadas de ter-
minación del proceso, la apertura a juicio o el sobreseimiento.

Una de las más importantes diferencias entre el auto de vincu-
lación a proceso que prevé el sistema acusatorio, y el de “formal 
prisión” que contemplaba el sistema procesal penal anterior, es la 
rígida separación de la “admisión” de la causa y el dictado de la pri-
sión preventiva. Bajo el actual proceso acusatorio, al dictar el auto 
de vinculación a proceso, el juzgador debe omitir resolver sobre la 
prisión preventiva, porque esta “debe ser solicitada, por separado 
y como medida cautelar” por el Ministerio Público cuando no sea 
oficioso su otorgamiento. Hay entonces una “separación absolu-
ta” entre la prisión preventiva y cualquier otro pronunciamiento 
judicial relacionado con la vinculación a proceso.179

Parece por lo anterior que resultaría difícil, si no imposible, 
admitir la procedencia del juicio de amparo indirecto contra el 
auto de vinculación a proceso, y menos con carácter inmediato 
como excepción al principio de definitividad. Si dicha resolución 
ya no contuviera ninguna afectación a la libertad personal del 
quejoso, sino que sus efectos se limitaran al ámbito meramen-
te procesal, podría pensarse que su irregularidad habría de re-

plencia de la queja deficiente. Si se actualiza para que el Tribunal 
Colegiado de Circuito conceda el amparo por la aplicación de una 
norma declarada inconstitucional por su propia jurisprudencia, el 
estudio y restauración de esa violación son prioritarios, aun por 
encima de la inoperancia por consentimiento tácito, a fin de preser-
var los derechos fundamentales constitucionalmente reconocidos 
a favor del individuo”, tesis IV.2o.A.11 K (10a.), Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, p. 2076.

179		  Allier Campuzano, Jaime, “Separación del auto de vinculación a proceso 
y la prisión preventiva”, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, México, 
núm. 26, 2008, pp. 98 y 101.
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clamarse hasta el amparo directo promovido contra la sentencia. 
Empero, por otros motivos, nos parece factible que el auto de 
vinculación a proceso sea impugnado inmediatamente a través 
del amparo indirecto, justo como ha ocurrido con el auto de for-
mal prisión.

Para comenzar, si bien el auto de vinculación a proceso no im-
porta al imputado la privación de su libertad física, sí la menos-
caba en un buen grado por requerir su presencia personalísima en 
el procedimiento correspondiente;180 no obstante que únicamente 
se reclame alguna sección de esa resolución que tenga solo efec-
tos procesales, como el plazo de la investigación formalizada, en 
obsequio del principio de “continencia de la causa”.181 Además, 
los requisitos para dictar dicha resolución se encuentran previs-
tos inmediatamente en el artículo 19 constitucional, cuya viola-

180		  “Auto de vinculación a proceso. Puede impugnarse a través del 
juicio de amparo sin necesidad de promover previamente el recurso 
de apelación (nuevo sistema de justicia penal en el estado de Oaxa-
ca)”, tesis XIII.P.A.29 P, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Dé-
cimo Tercer Circuito, t. XXXIII, abril de 2011, p. 1229. Véase también “Auto 
de vinculación a proceso. Es susceptible de producir, por sí mismo, un 
estado de perturbación formal e indirecta a la libertad personal del 
imputado que debe tomarse en cuenta para efectos del amparo (nuevo 
sistema de justicia penal en el Estado de México)”, tesis II.2o.P.283 P 
(9a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Se-
gundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, lib. IV, t. 5, 
enero de 2012, p. 4299.

181		  Cfr. “Identificación administrativa (ficha signalética). El hecho 
de que en el juicio de amparo sólo se reclame ésta y no el auto de 
término constitucional del que derivó, no significa que constituya 
un acto derivado de otro consentido”, tesis 1a./J. 58/2003, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, t. XIX, 
enero de 2004, p. 51; “Sentencia reclamada en el juicio de amparo in-
directo que contiene condena en costas. El principio de continencia 
de la causa obliga al juzgador a estudiar la resolución en su inte-
gridad, aunque descanse en actos que por sí solos no sean de ejecu-
ción irreparable”, tesis IV.2o.C. J/10, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Cuarto Circuito, t. XXV, mayo de 2007, p. 1925.
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ción puede ser inmediatamente reclamada en amparo indirecto 
por contravenir directamente la Constitución.182

Además, por sus efectos dentro del proceso penal puede con-
siderarse que la irregularidad del auto de vinculación a proceso 
da lugar a una afectación en “grado predominante o superior”,183 

182		  Véase “Definitividad en el amparo. La excepción al principio 
relativo en los casos en que únicamente se aleguen violaciones di-
rectas a la Constitución federal no se eliminó con motivo de la au-
torización del control difuso, originada por la reforma al artículo 
1o. Constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 10 de junio de 2011”, tesis I.8o.A.1 K (10a.), Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Octavo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, lib. XI, t. 2, agosto de 2012, p. 1747.

183		  “Auto de vinculación a proceso. Al afectar temporalmente 
la libertad del inculpado se actualiza una excepción al principio de 
definitividad y, por tanto, en su contra procede el juicio de amparo 
indirecto”, tesis 1a./J. 101/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Primera Sala, lib. XVIII, t. 1, marzo de 2013, 
p. 534; “Auto de vinculación a proceso. Al ser un acto de ejecución 
irreparable que afecta en grado predominante o superior, procede 
en su contra el amparo indirecto en términos del artículo 114, frac-
ción iv, de la Ley de Amparo (legislación del estado de Morelos)”, 
tesis XVIII.4o.1 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, lib. 
IX, t. 2, junio de 2012, p. 799; “Auto de vinculación a proceso. Al ser un 
acto de ejecución irreparable que afecta en grado predominante o 
superior, procede en su contra el amparo indirecto en términos del 
artículo 114, fracción iv, de la Ley de Amparo (legislación del es-
tado de Morelos)”, tesis XVIII.4o.1 P (10a.), Semanario Judicial de la Fe-
deración y su Gaceta, Décima Época, Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 
Octavo Circuito, lib. IX, t. 2, junio de 2012, p. 799; “Auto de vinculación 
a proceso en el nuevo sistema penal acusatorio. La autoridad juris-
diccional, al analizar dicha determinación, puede reiterar los cri-
terios de afectación a la libertad personal emitidos por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación antes de las reformas y adiciones a 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publica-
das en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008”, tesis 
II.2o.P.284 P (9a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, 
lib. IV, t. 5, enero de 2012, p. 4296; “Auto de vinculación a proceso en 
el nuevo sistema penal acusatorio. Su naturaleza para efectos del 
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también en relación con la víctima del delito, quien igualmente 
tendría legitimación para impugnarlo.184 Esta situación daría lu-
gar a la procedencia del juicio de amparo indirecto contra dicha 
resolución, aunque fuera luego de haberse agotado los recursos 
ordinarios.

Hay un argumento adicional que nos parece decisivo para ad-
mitir la procedencia inmediata del juicio de amparo contra el auto 
de vinculación a proceso, que conjuga aspectos de una “violación 
directa” a la Constitución —sostenida en los términos indicados 
arriba— y un acto procesal de “ejecución irreparable” en térmi-
nos del artículo 107, fracción V, de la nueva Ley de Amparo. 

El artículo 38, fracción II, constitucional dispone que el ejerci-
cio de los derechos políticos se suspenderá por “estar sujeto a un 
proceso criminal por delito que merezca pena corporal, a contar 
desde la fecha del auto de formal prisión”. En virtud de esta dis-
posición, basta que contra una persona se curse un procedimiento 
penal por casi cualquier delito, para que se le prive del ejercicio 
de sus derechos políticos, los cuales no se reducen al voto acti-
vo y pasivo, sino dicho género tiene vertientes de participación 
política de muy diversa índole.185 Cabe profundizar sobre las im-

amparo”, tesis II.2o.P.282 P (9a.), Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, p. 4298; “Auto de vinculación a proceso. Es susceptible de pro-
ducir, por sí mismo, un estado de perturbación formal e indirecta a 
la libertad personal del imputado que debe tomarse en cuenta para 
efectos del amparo (nuevo sistema de justicia penal en el Estado de 
México)”, tesis II.2o.P.283 P (9a.), Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, p. 4299.

184		  En la mayoría de los casos, evidentemente será el imputado el más inte-
resado en promover amparo contra el auto de vinculación a proceso. No obstan-
te, este proceso constitucional también podría ser instado por la víctima, cuya 
situación jurídica podría verse afectada por una resolución de ese tipo que, por 
ejemplo, defina sin acierto los hechos sobre los cuales se seguirá el proceso 
penal.

185		  Véanse “Derechos de participación política a votar y ser vo-
tado. Son derechos fundamentales protegidos a través de los pro-
cesos de control constitucional establecidos en la Constitución 
federal, de acuerdo al sistema competencial que la misma prevé”, 
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plicaciones de esta disposición constitucional, especialmente por 
su referencia al extinto “auto de formal prisión”, pero nos pare-
ce que su consecuencia esencial no deriva de dicha resolución 
cuya mención es meramente accesoria para señalar el inicio de 
los efectos de lo que prescribe. Lo que fundamentalmente buscó 
el Constituyente fue impedir el ejercicio de los derechos políticos 
“a aquellos ciudadanos sujetos a proceso penal por delitos que 
merecen pena privativa de libertad”,186 sin importar la denomina-
ción o naturaleza de la resolución que les ocasiona esa situación 
jurídica.

Con base en lo anteriormente dicho, pensamos que puede sos-
tenerse la procedencia inmediata del amparo contra el auto de 
vinculación a proceso, con base en que: 1) dicha resolución con-
lleva la afectación de derechos políticos sustantivos, con lo que 
constituye un “acto de imposible reparación” para efectos de la 
procedencia del amparo indirecto; y 2) el rango de esos dere-
chos haría que su afectación por tal auto, irregularmente emitido, 
constituyera una violación directa a la Constitución.187

tesis P./J. 83/2007, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Pleno, t. XXVI, diciembre de 2007, p. 984; “Juicio para la protec-
ción de los derechos político-electorales del ciudadano. Procede 
cuando se aduzcan violaciones a diversos derechos fundamentales 
vinculados con los derechos de votar, ser votado, de asociación y 
de afiliación”, tesis S3ELJ 36/2002, Compilación Oficial de Jurisprudencia 
y Tesis Relevantes 1997-2005, Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, p. 164.

186		  “Artículo 38 de la Constitución federal. La falta de un or-
denamiento que lo reglamente, no impide su plena aplicación”, tesis 
II/99, Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, suplemento 3, 2000, p. 29.

187		  Sin que por ello se estime que el auto de vinculación a proceso tenga 
carácter electoral, pues su objetivo inmediato no es incidir en esta materia, ni 
se encuentra regulado por ella. Cfr. “Juicio para la protección de los dere-
chos político-electorales del ciudadano. Es improcedente para con-
trovertir resoluciones penales”, tesis 35/2010, Gaceta de Jurisprudencia 
y Tesis en Materia Electoral, Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, año 3, núm. 7, 2010, p. 24.
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V. Prisión preventiva y otras medidas cautelares

Ya mencionamos que en el nuevo sistema procesal acusatorio 
se hallan escindidos el auto de vinculación a proceso y la resolu-
ción que establece medidas cautelares.188 Siendo así, esta última 
decisión amerita un tratamiento separado, ya que no es accesoria 
a ella, sino tiene una “vida” jurídica independiente.

La indispensabilidad de la prisión preventiva o de cualquier 
otra medida cautelar debe ser valorada conforme al principio 
de proporcionalidad, atendiendo a su idoneidad, necesidad (que 
comprende la “subsidiariedad” de la prisión preventiva) y pon-
deración, respecto de los fines que a ellas les ha establecido el 
artículo 19 constitucional; salvo evidentemente en aquellos casos 
en que sea taxativa para un supuesto determinado.189

Es notorio que el juicio de amparo procede inmediatamente 
contra la resolución que impone la prisión preventiva: se trata de 
una grave afectación a la libertad personal del acusado, cuyos lí-
mites la Constitución prevé directamente. Lo mismo puede decir-
se de casi todas las demás medidas cautelares alternativas a ella, 
que de una manera u otra inciden en los derechos de la persona-
lidad. En todo caso, no deben menospreciarse los importantes 
problemas a que dan lugar la prisión preventiva y otras medidas 
cautelares frente a su posible impugnación en amparo.190

Todas esas medidas intervienen en algún derecho sustantivo 
del imputado, lo que las convierte en un acto de “ejecución irre-
parable”, lo cual permite que sean impugnadas a través del jui-

188		  Supra, nota 179.
189		  Véanse Hermoso Larragoiti, op. cit., nota 126, pp. 643-650; y “Prisión 

preventiva. Forma de ponderar el plazo razonable de su duración”, 
tesis 1a. CXXXVII/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta, Décima Época, Primera Sala, lib. XI, t. 1, agosto de 2012, p. 492.

190		  Véase Díaz-Aranda, Enrique, Las leyes penales del nuevo sistema de 
justicia penal en Chihuahua (libertad, inocencia, prueba e in dubio pro reo 
como fundamentos del proceso penal acusatorio en el ámbito local, nacional 
e internacional, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2010, 
pp. 46 y 47.
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cio de amparo indirecto, aun siendo dictadas “dentro” de juicio. 
Más aún: casi todas ellas comportan la intervención directa en 
algún derecho fundamental sustantivo (libertad personal, intimi-
dad, integridad personal, etcétera), que haría que el juicio de am-
paro proceda inmediatamente contra su imposición por dar lugar 
a una posible violación directa de la Constitución.191 

La única duda sobre si se trata de posibles violaciones consti-
tucionales “directas”, se daría en relación con las medidas caute-
lares de índole patrimonial —como el embargo y la exhibición de 
garantías económicas (fianza, hipoteca, etcétera)—. La solución 
sobre este tópico dependerá del carácter que se atribuya al dere-
cho de propiedad desde el punto de vista constitucional. Si se le 
concibiera como mera “garantía institucional”,192 la afectación 
de ese derecho no podría importar una violación directa a la ley 
fundamental, y ello obligaría a agotar recursos ordinarios antes 
de acudir al amparo; en cambio, de ser considerado un “derecho 
fundamental”,193 la reclamación de la vulneración del derecho de 
propiedad, desde el punto exclusivamente constitucional, haría 
procedente inmediatamente el juicio de amparo. Sin perjuicio del 
debate que puede abrirse a este respecto, el carácter jurispruden-

191		  Esto incluso tratándose de la suspensión del ejercicio de un cargo públi-
co. Aun si al cabo resulta lícita esa medida cautelar, por ser proporcional a los 
fines de salvaguarda del adecuado ejercicio del servicio público, no deja de ser 
una “restricción” de la libertad de trabajo cuya justificación es preciso determi-
nar en el juicio de amparo. Véase “Responsabilidades administrativas de 
los servidores públicos. El artículo 8o., fracción XI, de la ley fede-
ral relativa, no transgrede la garantía de libertad de trabajo”, tesis 
1a. XXXVI/2011, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Primera Sala, t. XXXIII, marzo de 2011, p. 466.

192		  Carbonell, Miguel, Los derechos fundamentales en México, 2a. ed., Mé-
xico, Porrúa-UNAM-CNDH, 2006, p. 788.

193		  “Propiedad privada. El derecho relativo está limitado por su 
función social”, tesis P./J. 37/2006, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Pleno, t. XXIII, marzo de 2006, p. 1481. Entendiendo 
que la “propiedad” comprende “todo derecho que pueda formar parte del patri-
monio de una persona”: CIDH, Ivcher Bronstein vs. Perú, 6 de febrero de 2001, 
párr. 122 [cursivas añadidas].
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cial de la última opinión conduce a la inmediata admisión del 
proceso de garantías.

Recientemente, la Suprema Corte resolvió una de las cuestio-
nes más importantes en relación con la prisión preventiva en el 
sistema acusatorio: los efectos del amparo otorgado por haber 
fenecido el plazo constitucional para culminar el proceso penal. 
Según el máximo tribunal, en ese supuesto la consecuencia de la 
protección de la justicia federal será poner al imputado en liber-
tad de inmediato, aunque sin perjuicio de que al mismo tiempo 
se dicte alguna otra de las medidas cautelares previstas en el or-
denamiento.194

VI. Cambio de situación jurídica

El artículo 73, fracción X, de la anterior legislación de amparo 
establecía que cuando se reclamaran los derechos establecidos 
en los artículos 19 o 20 constitucionales, únicamente la sentencia 
definitiva operaría un “cambio de situación jurídica” que hará 
improcedente este proceso constitucional. Por consiguiente, la 
impugnación del auto de formal prisión permitía,195 según esa 
disposición, que el proceso penal siguiera su curso hasta antes 
del dictado de dicha sentencia. 

Sin embargo, las diferencias esenciales y estructurales del pro-
ceso acusatorio por lo menos daban a pensar que esta disposición 
no le era adecuada. Ante esta situación existían solo tres posturas 
que podían adoptarse para determinar cuándo había un “cambio 
de situación jurídica” para efectos del juicio de amparo: 1) dicho 
cambio resulta de la sentencia definitiva, como estableció la ley 

194		  “Sentencia concesoria de amparo. Sus efectos cuando se recla-
ma el cese de la prisión preventiva por haber transcurrido ‘un plazo 
razonable’ en su duración”, tesis 1a. CXXXVIII/2012 (10a.), Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Primera Sala, lib. XI, t. 
1, agosto de 2012, p. 499.

195		  Considérese lo establecido en el artículo transitorio décimo, párrafo se-
gundo, de la nueva Ley de Amparo.
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anterior;196 2) el mismo es operado por el auto de vinculación a 
proceso,197 y 3) que esta variación provenía del auto de apertura 
a juicio oral.

Si lo dispuesto por la fracción X del artículo 73 de la anterior 
Ley de Amparo se hubiera mantenido para el sistema procesal 
acusatorio, estimándose que solo la sentencia definitiva ocasio-
naría un “cambio de situación jurídica”, el procedimiento penal 
no se suspendería, y se desahogaría la etapa de juicio oral con la 
posibilidad de que posteriormente se tendría que reponer el pro-
cedimiento por el otorgamiento de la protección federal contra 
la orden de aprehensión o cualquier otra resolución posterior. El 
mayor percance que esto habría traído consigo es la necesidad de 
que cambiara la integración de tribunal, por haberse ya “conta-
minado” al tener conocimiento previo del asunto, con los consi-
guientes perjuicios para el propio quejoso, sus contrapartes y el 
interés social. Pero si esto ya resultaría inconveniente, sus pro-
blemas se habrían multiplicado por su constante reiteración, pues 
dicha reposición podría darse cuando menos en tres ocasiones: al 
impugnarse dicha orden, la vinculación a proceso (y aun la pri-
sión preventiva) y la apertura a juicio oral. Estaríamos hablando 

196		  Tal fue la postura que, bajo la vigencia de dicha ley ya abrogada en 
términos generales, sostuvo “Amparo indirecto. El cambio de una etapa a 
otra en el juicio oral acusatorio adversarial en el Estado de México 
no actualiza un cambio de situación jurídica que provoque su impro-
cedencia, ya que exclusivamente la sentencia de primera instancia 
hará que se consideren irreparablemente consumadas las violacio-
nes reclamadas en el procedimiento”, tesis II.4o.P.10 P, Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito, t. XXXIII, junio de 2011, p. 1188.

197		  También bajo la ley anterior, pero ya intentando adecuarse al sistema 
procesal acusatorio, esta fue la postura que sostuvo: “Auto de vinculación 
a proceso. Su emisión actualiza la causal de improcedencia prevista 
en la fracción x del artículo 73 de la Ley de Amparo, cuando el acto 
reclamado es la orden de aprehensión (nuevo sistema de justicia pe-
nal en el Estado de México)”, tesis II.2o.P.20 P (10a.), Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Segundo Circuito, lib. XV, t. 2, diciembre de 2012, p. 1287.
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de un proceso penal que duraría años, debido a que se prolonga-
ría por los constantes juicios de amparo a que daría lugar.

Señalar el auto de vinculación a proceso como ese punto en 
que opera el “cambio de situación jurídica”, habría tenido una 
intensidad menor, pero aún resultaría problemático. El auto de 
apertura a juicio oral podría ser impugnado por la vía indirecta 
después de resolverse el amparo contra aquel. Si en esta hipótesis 
se hubieran suspendido sus efectos, el proceso habría tenido un 
contratiempo importante por la duración de dicha reclamación 
constitucional; pero si no se hubiera paralizado, como en la op-
ción anterior, el juicio oral se hubiera desarrollado y luego habría 
tenido que reponerse, con los perjuicios que ya señalamos.198 De 
cualquier manera, la celeridad que busca el sistema acusatorio se 
habría visto mermada 

A la luz de todos los problemas anteriores, la solución que es-
cogió el artículo 61, fracción XVII, de la nueva Ley de Amparo 
fue la más conveniente:199 evitar que se consuman “irreparable-
mente” las violaciones en el procedimiento penal, suspendiendo 
su curso “una vez concluida la etapa intermedia”, es decir, jus-
to antes de dictarse el auto de apertura a juicio oral.200 A estos 
efectos prácticos, el inicio de la etapa de juicio oral se da por el 
auto de apertura al mismo —homólogo a un “auto admisorio” 
de la acusación—; el juicio oral es un punto de “no retorno” del 
proceso, al que ya hay demasiadas situaciones jurídicamente es-

198		  Véanse los artículos 150 de la nueva Ley de Amparo y 138 de la anterior.
199		  Cfr. Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., nota 7, pp. 174-180, 182-

184 y 217 (189-195, 197-200 y 235).
200		  Este precepto conservó, quizá por mera costumbre, la fórmula del ar-

tículo 73, fracción X, de la anterior Ley de Amparo, al decir que “solamente la 
sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consu-
madas las violaciones”. Pero al impedir que el procedimiento continúe luego de 
concluir la etapa intermedia, implícitamente señala que este momento delimita 
dicha irreparabilidad, lo que es correcto como veremos. De no ser así, paralizar 
el procedimiento en ese punto resultaría innecesario, pero, por el contrario, 
dicha suspensión es absolutamente imprescindible para salvaguardar la buena 
marcha del proceso.
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tablecidas, y se erige como la etapa procesal en el sentido teórico 
más estricto, pues no pueden contemplarse como tales las etapas 
previas en las que aún no se ejerce pretensión alguna en sentido 
estricto.201 Por tanto, para evitar este “cambio de situación jurí-
dica” debe suspenderse el dictado del referido auto, como antes 
sucedía con la sentencia definitiva. 

Depurado el procedimiento penal de las violaciones cometidas 
en la etapa intermedia, el proceso penal desarrollado en el juicio 
oral podría tener curso con fluidez hasta el dictado de la senten-
cia definitiva, pues muy improbablemente se interrumpiría. Los 
únicos obstáculos que podría haber para ello, derivarían de las 
llamadas violaciones relevantes, aquellas con “grado predomi-
nante o superior”, para cuya actualización en realidad son más 
propicias las etapas procedimentales anteriores. 

VII. “Lectura” de derechos

Uno de los aspectos más llamativos de la reforma constitu-
cional del 18 de junio de 2008, fue la inclusión en el artículo 20, 
apartado A, fracciones II y III, de la Constitución, del derecho del 
imputado a que “se le ha[ga]n saber los motivos de la [detención] 
y su derecho a guardar silencio, el cual no podrá ser utilizado en 
su perjuicio”, y en general a que se le informe de “los derechos 
que le asisten”, al momento de su detención, o de su presentación 
ministerial o judicial. Es inevitable relacionar estos derechos fun-
damentales con la llamada “lectura de derechos”, tan difundida 
en películas y series televisivas estadounidenses que la Suprema 
Corte norteamericana afirmó que “se ha incrustado en la práctica 
policial rutinaria al punto de que [esas] advertencias (warning) se 
volvieron parte de [la] cultura nacional [de ese país]”.202

Este parámetro procesal no está previsto expresamente en la 
Constitución de los Estados Unidos, a diferencia de la nuestra, 

201		  Supra, nota 7.
202		  Dickerson vs. United States, 530 U.S. 428, 430 (2000).
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sino fue una creación pretoriana de la Suprema Corte en el caso 
Miranda vs. Arizona.203 La importancia de este precedente es tan 
grande, que para ese tribunal “proclamó una norma constitucio-
nal que el Congreso no puede superar legislativamente”.204

Los “derechos Miranda” son una disposición preventiva que 
se considera implícita en la Constitución norteamericana, por te-
ner un carácter absolutamente necesario para salvaguardar los 
derechos de cualquier detenido;205 se trata de uno de los “postu-
lados tácitos” cuya falta “niega fuerza a la Constitución y muchas 
veces significado”.206 Este deber constitucional “proporciona un 
fuerte incentivo para que la policía adopte ‘salvaguardas proce-
dimentales’… contra la exacción de declaraciones forzadas o in-
voluntarias […y] promueve el respeto institucional a los valores 
constitucionales”;207 es “un dispositivo estructural diseñado para 
promover la sensibilidad a los valores constitucionales por medio 
de su efecto disuasivo”.208

Es muy poco conocido que, desde hace casi una década, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció la obligación 
implícita en nuestra Constitución, de informar a los detenidos y 
acusados de sus derechos, como “formalidad esencial” del pro-
cedimiento para “erradicar viejas prácticas vejatorias e infaman-
tes”. Así se expresó nuestro máximo tribunal:

...el más elemental sentido de justicia y la esencia misma de una 
defensa adecuada, exige[n] que se garantice al inculpado un trato 
justo, digno y respetuoso de sus derechos públicos básicos, lo que 

203		  384 U.S. 436 (1966).
204		  Dickerson vs. United States, 530 U.S. 428, 444 (2000).
205		  Véase Tribe, Laurence H., The Invisible Constitution, Nueva York, Ox-

ford University Press, 2008, p. 174.
206		  Cfr. Tribe, Laurence H., American Constitutional Law, 3a. ed., Nueva 

York, Foundation Press, 2000, pp. 41 y 42.
207		  Withrow vs. Williams, 507 U.S. 680, 703 (1993) (O’Connor y Rehnquist, 

disidentes).
208		  Duckworth vs. Eagan, 492 U.S. 195, 208 (1989) (O’Connor y Scalia, 

disidentes).
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sólo es factible en la averiguación previa, cuando se hace[n] del 
conocimiento del inculpado las prerrogativas constitucionales y 
éste las ejerce en forma libre y espontánea, por sí, a través de su 
abogado o la persona designada como de su confianza.209

No es nuestro propósito analizar exhaustivamente el conteni-
do de la “lectura de derechos” que manda nuestra Constitución, 
o el procedimiento para que sea efectiva y no una mera formali-
dad sin sentido,210 sino cómo debe el juicio de amparo tratar su 
violación.

Para comenzar, será determinante el momento en que se come-
tió la omisión de dicho apercibimiento: su detención, su presenta-
ción ante el juez de control o su comparecencia en la audiencia del 
juicio oral —por no distinguir la ley fundamental entre los juzga-
dores de control y resolutor—.211 Así, correspondería su impugna-
ción como violación procesal trascendente al fallo y causante de 
indefensión, al reclamarse la resolución final del proceso.

Sin embargo, dicha violación debe considerarse una violación 
directa a la Constitución y causante de un perjuicio de “grado 
predominante o superior”, por ser susceptible de ocasionar una 
grave indefensión del inculpado y la ociosidad del procedimien-

209		  Amparo directo en revisión 600/99, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, t. XIX, mayo de 2004, conside-
rando quinto, pp. 327 y ss. [cursivas añadidas]. Este criterio se reiteró esencial-
mente por la misma Sala en la contradicción de tesis 160/2006-PS, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXV, mayo de 2007, 
considerando quinto, pp. 104 y siguientes.

210		  Desde luego, para lo anterior será básico considerar los lineamientos de 
la Suprema Corte norteamericana en Miranda; una traducción de la parte con-
ducente de esa sentencia puede verse en Carbonell, op. cit., nota 123, pp. 148 
y 149. Lo que sí parece cierto sobre el tema, por corroborarlo la jurisprudencia 
española, es que la efectividad de dicha lectura exige que sea oral, comprensi-
ble e inmediata a la detención, sin perjuicio de su documentación; véase Martí 
Mingarro, Luis, Crisis del derecho de defensa, Madrid, Marcial Pons, 2010, pp. 
30 y 31.

211		  Desde nuestro punto de vista, la Constitución no exige que dicha “lectura 
de derechos” se haga en cada instante en que el imputado comparezca ante las 
autoridades, sino solo en el primero en que tenga contacto con ellas.
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to por la reposición que disponga el juez de amparo.212 Pero lo 
más importante es que se trata además de una violación de fon-
do, no una meramente procesal, porque de lo contrario ese dere-
cho no podría tutelarse efectivamente a través del amparo;213 por 
ello también inmediatamente procedería en su contra este proceso 
constitucional en la vía indirecta.

La clara voluntad constitucional de que ese derecho sea termi-
nantemente respetado impone ahora que, contrariamente al pre-
cedente referido, nunca pueda tenerse por consentida esa viola-
ción ni consumada irreparablemente, y siempre se presuma iuris 
et de iure que provoca una indefensión relevante en cada momen-
to del proceso.214 Esto con el propósito de recordar al imputado y 
las autoridades los derechos que tiene el inculpado, y estos siem-
pre puedan ejercerse efectivamente, disuadiendo su conculcación 
en alguna medida.

En principio consideramos que la única manera en que podría 
repararse el agravio a este derecho de información, explícitamente 
requerido ahora por el Constituyente, es reponiendo el procedimien-
to y anulando todo lo actuado con posterioridad a ella, en cualquier 
circunstancia procesal; pero lo resuelto por la Corte en los últimos 
meses, como veremos, nos lleva a aceptar efectos mayores al ampa-
ro que se otorgue con base en esta vulneración. De cualquier mane-
ra, no puede decirse que la omisión de la “lectura de derechos” en 

212		  Véase “Violaciones procesales dentro del juicio que afectan 
a las partes en grado predominante o superior. Notas distintivas”, 
tesis P. LVIII/2004, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Pleno, t. XX, octubre de 2004, p. 10.

213		  “Violación de fondo y no procesal. La constituye la omisión 
del Ministerio Público de informar a la indiciada su derecho a no 
declarar en la averiguación previa y, por tanto, es reclamable en 
amparo directo”, tesis VI.2o.P.75 P, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Sexto Circuito, t. XXV, febrero de 2007, p. 1918.

214		  Por la posible proyección de cualquier situación de indefensión en el 
resultado del proceso. Véase por ejemplo la invalidez de subterfugios para “de-
safiar la comprensibilidad y eficacia de las advertencias Miranda”, en Missouri 
vs. Seibert, 542 U.S. 600 (2004).
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algún momento quede “consumada irreparablemente”: en reali-
dad la reparación de la violación de este derecho no va solo con-
tra la falta de información sobre los derechos que asisten al dete-
nido o acusado, sino contra la indefensión que debe presumirse 
que ella ocasiona. La ausencia de la “lectura de derechos” en la 
detención (y aun en ulteriores ocasiones), desarticula el “haz de 
garantías” en que consiste el derecho de defensa.215

Las consecuencias de este derecho fundamental no pueden ser 
meramente formales o tímidas, por el significado jurídico que 
le corresponde al hallarse establecido en la propia Constitución 
con esa naturaleza. La “lectura de derechos” no es una simple 
formalidad, sino una pieza básica de la estructura constitucional 
de la defensa penal, o sea los derechos de todo detenido, que es 
indispensable para su efectividad. Esto sobre todo por su efecto 
“pedagógico” para disuadir a los agentes policiales y otras auto-
ridades de efectuar actos contrarios a los derechos de los imputa-
dos, por la esterilidad que su labor tendría. 

Ningún problema debe haber por el trascendente efecto del 
juicio de amparo frente a la vulneración de este derecho. No 
debe ser difícil poner en conocimiento de todo detenido —inclu-
so de los peritos en derecho— las prerrogativas que le asisten; 
y en cambio, sí se promueve el respeto a estas, como prescribe 
el artículo 1o. constitucional, reformado el 10 de junio de 2011. 
Precisamente “en el momento crítico de la detención” es cuando 
debe reforzarse la tutela del derecho de defensa,216 y una de las 
maneras más efectivas para hacerlo es darle efectos importantes 
a la violación de la obligación de informar al detenido de sus 
derechos.

Sin perjuicio de mayores análisis tanto en lo que a él se re-
fiere como con sus posibles implicaciones en el amparo penal y 
sobre todo frente a la “lectura de derechos”, cobra gran relevan-
cia el caso Florence Cassez. Se recordará que en dicha ocasión 
la Suprema Corte dispuso, por mayoría de tres votos, la libertad 

215		  Véase Martí Mingarro, op. cit., nota 210, p. 43.
216		  Ibidem, p. 42.
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absoluta e inmediata de la sentenciada por las graves faltas en su 
perjuicio a la presunción de inocencia y el derecho a la asistencia 
consular, así como por su exhibición en medios de comunica-
ción, que tuvieron un “efecto corruptor” sobre todo el procedi-
miento; de manera que este y sus resultados estuvieron tan vicia-
dos que se produjo la “afectación total del derecho de defensa” 
de la quejosa, que justificó la protección federal en los términos 
apuntados.217 La gran discusión a su respecto gira a grandes ras-
gos en torno a los efectos del amparo otorgado por el máximo 
tribunal: mientras unos aplauden esta decisión, otros la critican 
señalando que su efecto debió ser una simple reposición del pro-
cedimiento.218 

La solución a este dilema no es algo fácil, porque el amparo 
penal tiene muchas aristas y su materia es muy frecuentemente 
la libertad personal. A la luz del nuevo paradigma constitucional 
de derechos humanos, no es nada fácil de aceptar que una perso-
na sea privada de este importante derecho, al menos por algunos 
años más, mientras se resuelve en definitiva el proceso en que 
está involucrada, que debiera reponerse por una falta. Ello sin 
más sería una falta grave, auspiciada por el ordenamiento jurí-
dico, al derecho a ser juzgado en un plazo razonable; y no tiene 
esta cualidad una duración procesal duplicada a causa de la in-
debida actuación estatal, de manera que la repetición total o de 
la mayoría del procedimiento vulneraría este derecho, una conse-
cuencia inadmisible para el juicio de amparo. 

Si hubiera que elegir entre la libertad absoluta del quejoso 
—a cuya garantía sirven los derechos procesales penales, que 
no son fines en sí mismos— y la reposición del procedimiento, 
es preciso inclinarse por la primera, sin perjuicio en su caso de 
que pudieran imponerse otras medidas cautelares.219 El ya men-

217		  Primera Sala, amparo directo en revisión 517/2011, 23 de enero de 2013, 
con. VII, p. 159.

218		  El voto particular del ministro José Ramón Cossío Díaz es emblemático 
de esta posición.

219		  Véase supra, nota 194.
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cionado efecto “pedagógico” que tienen las resoluciones de este 
tipo, acorde con el deber de promoción de los derechos humanos, 
también se suma al peso de la posición expresada. A esta no se 
oponen los derechos de las víctimas, que —a muy grandes ras-
gos— tienen derecho a que se condene al culpable a quien se 
dio oportunidad cabal de defensa, no a cualquier persona o a 
quienes estimen responsable de su agravio; en la también difícil 
opción entre tutelar que estas personas tengan un proceso justo 
y mantener privada de su libertad a una persona por más tiempo 
del debido, generalmente los derechos de la última tienen mayor 
peso y en consecuencia deberían prevalecer, a menos que se de-
muestre que no hubo ni una sola afectación material a la defensa, 
correspondiendo a la autoridad la carga respectiva.

VIII. Plazo para promover amparo directo

Un cambio muy importante en el juicio de amparo es el relati-
vo al plazo del amparo directo contra la sentencia condenatoria 
dictada en un proceso penal. El artículo 17, fracción II, de la nue-
va ley de la materia establece que la demanda correspondiente 
deberá promoverse dentro de ocho años.

La iniciativa que dio origen a la nueva legislación de amparo 
previó que dicho plazo fuera de dos años, y en otra ocasión ma-
nifestamos nuestro acuerdo con él.220 Pero una consideración más 
detenida del tema a la luz de todas sus implicaciones, la jurispru-
dencia publicada desde entonces y la solución que el legislador 
dio a este problema, nos condujo a modificar esta posición.

Los más recientes criterios judiciales sobre el papel de la vícti-
ma en el proceso penal permiten que promueva amparo contra la 
sentencia que absuelve al acusado, y especialmente cuando esti-
me que la pena impuesta al inculpado es indebida;221 muy aparte, 
por supuesto, de lo tocante a la responsabilidad civil derivada del 

220		  Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., nota 7, pp. 194-197 (212-214).
221		  Supra, nota 158.
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delito. De acuerdo con esto, una sentencia penal estimatoria po-
dría impugnarse luego de casi ocho años, por ejemplo, cuando la 
víctima estime que la condena impuesta no fue correcta.222

Por otra parte, la importancia del valor de la libertad personal 
y otros afectados por una sentencia condenatoria,223 inclinan a fa-
vorecer su más amplia tutela. Ante ello, aunque el plazo de ocho 
años es bastante amplio, el sentenciado, sin duda, gozaría de una 
mejor oportunidad para defenderlos si pudiera impugnar la reso-
lución definitiva del proceso penal “en cualquier tiempo”, como 
señaló el artículo 22, fracción II, de la anterior Ley de Amparo.

La libertad personal del acusado debería estar ampliamente 
protegida con la posibilidad de que reclame en amparo directo 
la sentencia definitiva del proceso penal. Sin embargo, con el 
objeto de que esta impugnación no afecte las situaciones con que 
dicha resolución beneficia a la víctima en lo relativo a la respon-
sabilidad civil, los conceptos de violación que atañan a este tema 
deberían ser inoperantes si el amparo se promoviera luego de dos 
años, estableciendo tal plazo para iniciar este proceso constitu-
cional contra la condena relativa a este aspecto específico.

Igualmente, y con el ánimo de beneficiar a la víctima, debería 
establecerse el plazo de solo dos años para que impugne: 1) la 
cuantía de la condena impuesta por la sentencia condenatoria, y 
2) aun la sentencia absolutoria. Respecto del primer punto, nos 
parece demasiado amplio el plazo de ocho años que la ley esta-
blece; piénsese en la posibilidad de que una persona, casi al final 
de cumplir su condena penal, tenga que enfrentar nuevamente 
los avatares del proceso y con el riesgo de que dicha sanción se 
incremente. En relación con el segundo, incluso el plazo de dos 

222		  “Víctima u ofendido del delito. Tiene legitimación para promo-
ver el amparo directo contra una sentencia condenatoria, cuando 
estime que la pena impuesta al inculpado es indebida”, cit., nota 99.

223		  Véase “Amparo directo en materia penal. Puede promoverse en 
cualquier tiempo contra la sentencia condenatoria por la que se 
impone una pena de prisión, no obstante que ésta hubiera sido com-
purgada”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Primera Sala, lib. XVIII, t. 1, marzo de 2013, p. 477.
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años podría ser demasiado extenso, pero no debemos dejar de to-
mar en cuenta la posibilidad de que haya personas afectadas por 
un delito que, por sus escasos recursos o una mala asesoría, no 
puedan defenderse adecuadamente ante la sentencia absolutoria 
dentro del plazo de quince días que establece la actual legislación 
de amparo; aunque reconocemos que este punto es más compli-
cado de resolver, y exige un amplio consenso entre los especia-
listas de amparo y derecho penal.

De cualquier manera, lo cierto es que la complejidad y altura 
de los bienes jurídicos involucrados en una sentencia definitiva 
penal, tanto del lado del sentenciado como el de la víctima, re-
quiere una regulación muy sutilmente perfilada que permita su 
mejor protección, considerando el equilibrio que debe haber en-
tre ellas dependiendo de cuál posición sobresalga en cada caso.

IX. Suspensión del acto reclamado

1. Amparo indirecto

Los artículos 159 a 169 de la nueva Ley de Amparo regulan la 
suspensión del acto reclamado en materia penal. Se trata de una 
sistematización que en realidad de alguna manera ya se hallaba 
presente en la anterior, que trató el mismo tema (artículos 136 a 
138). Pero como se recordará, la primera de estas últimas dispo-
siciones era un precepto muy largo que constaba de nueve párra-
fos. La nueva legislación de amparo desglosa diversos supuestos, 
y se conforma de diversos numerales de apenas un solo párrafo 
—excepcionalmente su artículo 166 tiene cinco párrafos—, lo 
que facilita mucho la comprensión de este nuevo régimen legal.

En estas nuevas disposiciones persiste el principio de que la 
suspensión en materia penal tiene por efecto que el quejoso que-
de a disposición del órgano jurisdiccional de amparo en cuanto 
a su libertad. En relación con esta norma, el artículo 166 de la 
nueva Ley de Amparo ya prevé disposiciones acordes con las 
resoluciones privativas de la libertad del sistema acusatorio: si el 
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delito atribuido al quejoso no implica prisión preventiva oficiosa, 
el tribunal de amparo podrá otorgar su libertad, sin perjuicio de 
que adopte otras medidas que cumplan los fines y términos del 
artículo 19, párrafo segundo, constitucional.

El artículo 107, fracción X, párrafo primero, de la ley funda-
mental señala que al resolverse sobre la suspensión del acto recla-
mado, deberá ponderarse la apariencia del buen derecho, lo que 
importa un gran cambio de paradigma en la manera de otorgar 
esta medida cautelar. La minuciosa regulación textual de la sus-
pensión en materia penal dificulta dicha ponderación en tanto sus 
disposiciones acotan la discrecionalidad del juez de amparo.224 
Pero, a nuestro parecer, toda vez que ese precepto constitucio-
nal no establece hipótesis —salvo lo relativo al amparo directo 
penal— en que no deban ponderarse todas las circunstancias del 
caso para determinar la suspensión o sus efectos, esta operación 
debe llevarse a cabo siempre, aun en el margen reducido que el 
juzgador de amparo tenga. La universal aplicabilidad de dicha dis-
posición de la ley suprema, hace que dicha ponderación alcance a 
la materia penal, aunque no se indique en su sección respectiva, 
sino en los artículos 129, último párrafo, y 138 de la nueva Ley de 
Amparo, correspondientes al capítulo “general” de las disposicio-
nes tocantes a la suspensión del acto reclamado.

Nos parece inadecuado que para la procedencia de la sus-
pensión en el amparo indirecto contra afectaciones a la libertad 
personal, el artículo 168 de la nueva Ley de Amparo requiera 
siempre una “garantía, sin perjuicio de otras medidas de asegu-
ramiento”. El artículo 19, párrafo segundo, de la Constitución 
precisamente eliminó dicho condicionamiento al poner a dis-
posición del juzgador una amplia gama de medidas cautelares 
que podría dictar para condicionar la libertad de un inculpado. 
Pensamos que aquella disposición legal debe interpretarse ajus-

224		  Véase “Censura previa. Su prohibición como regla específica en 
materia de límites a la libertad de expresión”, tesis 1a. LIX/2007, Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, t. 
XXV, febrero de 2007, p. 632.
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tándola a este precepto constitucional, debiéndose entender que 
dicha “garantía”, según el caso, no será taxativa sino meramente 
alternativa al uso de otras medidas cautelares que la pudieran 
sustituir.

* * *

Finalmente, el artículo 159 de esta nueva legislación resulta 
un elemento extraño dentro del régimen de esta medida cautelar, 
pues se refiere al ejercicio de la competencia auxiliar225 que en 
materia de amparo pueden ejercer los jueces (locales) de primera 
instancia en los casos de extrema gravedad consignados en el ar-
tículo 15 de la misma ley. 

Puede ser que la razón de introducir aquel único artículo que 
regula esta especie haya sido el deber que tiene dicha autoridad 
auxiliar de otorgar oficiosamente la suspensión del acto reclama-
do. Como sea, en el capítulo relativo a la distribución competen-
cial que tiene este ordenamiento, apenas se hace una mención a 
los órganos jurisdiccionales locales en los artículos 33 y 35, sin 
remisión alguna a este lejano apartado dedicado al “amparo pe-
nal”. Para facilitar la comprensión de esta figura en la nueva Ley 
de Amparo, a nuestro parecer el referido artículo 59 debió in-
cluirse inmediatamente después del segundo párrafo del 35, qui-
zá fusionando estos en un solo precepto independiente.

Fuera del detalle anterior, y pese a las voces que alguna vez se 
pronunciaron en su contra, es loable que esta reciente legislación 
conserve la jurisdicción auxiliar de amparo. Muchas localidades 
del país carecen de un juez de distrito, y el más próximo en oca-
siones no se halla tan cercanamente como para que pueda dictar 

225		  Regulada por los artículos 38 a 41 de la anterior Ley de Amparo. Esta 
competencia “auxiliar” no debe confundirse con la “concurrente” que los ar-
tículos 107, fracción xii, constitucional, y 37 de aquel ordenamiento abrogado 
otorgan al “superior del tribunal” que cometa una infracción a los numerales 16, 
en materia penal, 19 y 20 de la ley fundamental. Véase Burgoa Orihuela, op. 
cit., nota 26, pp. 403-406.
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con la rapidez necesaria la admisión de la demanda y la suspen-
sión oficiosa. Que muchos de nosotros nunca hayamos visto que 
se tramite un juicio de amparo por la vía auxiliar, no quiere decir 
que esta sea inútil.

2. Amparo directo

El artículo 191 de la nueva Ley de Amparo dispone que al im-
pugnarse la sentencia definitiva del proceso penal o la resolución 
que le ponga fin, la autoridad responsable “ordenará suspender de 
oficio y de plano la resolución reclamada”, con el efecto de que 
el quejoso quede a disposición el órgano jurisdiccional de amparo 
en cuanto a su libertad, la cual podrá otorgarse de modo caucional 
si la solicita y procede.

Esta disposición reitera lo previsto por los artículos 171 y 172 
de la ley anterior, que se establecieron cuando imperaba la idea de 
que la única persona que podía promover amparo directo en ma-
teria penal era el sentenciado y no la víctima, además de que no 
atiende las particularidades del sistema procesal acusatorio.

El problema nos parece poco relevante cuando el quejoso sea 
el acusado e impugne una resolución que afecta su libertad perso-
nal. Para ciertas hipótesis específicas se puede continuar la apli-
cación de los criterios ya elaborados por la jurisprudencia,226 que 
tienen por objeto impedir que el quejoso compurgue la condena 

226		  Por ejemplo: “Suspensión en amparo directo. No tiene el alcance 
de poner en libertad al acusado si al promover la acción constitu-
cional ya se encontraba en prisión, en virtud de la ejecución de una 
orden de reaprehensión girada por el tribunal de apelación que re-
vocó la sentencia absolutoria de primera instancia”, tesis VIII.5o.1 P, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Quinto Tri-
bunal Colegiado del Octavo Circuito, t. XXIII, mayo de 2006, p. 1883; “Sus-
pensión en el amparo penal directo tratándose de un delito grave, 
cuando el acusado fue absuelto en primera instancia y condenado en 
la segunda”, tesis XIV.2o.58 P, Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta, Novena Época, Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito, 
t. V, abril de 1997, p. 290.
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como sentenciado, para todos los efectos y principalmente los 
relativos a su internación en el centro penitenciario correspon-
diente.227 En estos casos, la situación únicamente cambiaría en 
cuanto a la “libertad caucional” del quejoso, debiéndose inter-
pretar este concepto de conformidad con el actual artículo 19, 
segundo párrafo, constitucional, entendiendo que dicha libertad 
estará condicionada a las medidas cautelares que el mismo con-
templa, como arriba propusimos para la suspensión en el amparo 
indirecto penal.

Diferente situación guardaría el amparo directo promovido 
por la víctima. Desde luego, el caso más importante de esta ins-
tancia será aquel en que impugne la resolución que absuelva al 
acusado. Para esta cuestión, no debe dejarse de considerar que 
las sentencias finales aún constituyen cosa juzgada pese a que se 
encuentren sub iudice en amparo.228 

En tal virtud, consideramos que lo correspondiente en estas 
últimas circunstancias dependerá de si el acusado se encuentra 
o no en libertad. En el primer caso, por su alto valor, la liber-
tad del quejoso debe persistir o dictarse nuevamente las medidas 
cautelares que aseguren la presencia del acusado en el proceso, 
conforme lo indicado en el artículo 19 constitucional; en el se-
gundo, las mismas medidas habrían de dictarse ex novo, pero no 
debiera afectarse la libertad de la persona absuelta por sentencia 
ordinaria ejecutoria. En cualquiera de estas hipótesis, correspon-
de al Tribunal de Casación una importante responsabilidad en 
la protección de los derechos fundamentales de ambas partes.229

227		  Cfr. Burgoa Orihuela, op. cit., nota 26, pp. 812 y 813.
228		  “Cosa juzgada. Las sentencias de segunda instancia emitidas 

por los tribunales ordinarios conservan esa calidad aun cuando 
sean reclamadas en amparo (legislaciones del Distrito Federal y del 
estado de Jalisco)”, tesis 1a./J. 51/2006, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, t. XXIV, octubre de 2006, p. 60.

229		  Véanse “Prisión preventiva. El Tribunal de Casación, como ór-
gano auxiliar del Poder Judicial de la Federación, debe estar atento 
al tiempo fijado para dicha medida cautelar mientras esté vigente 
la suspensión en el amparo directo y, en su caso, instruir a los jue-
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X. Violaciones procesales en amparo directo

En el orden penal persiste el deber de observar estrictamente 
el principio de definitividad en relación con la sentencia recla-
mada, que es el objeto del amparo directo, aunque no respecto de 
las violaciones procesales que se impugnarían junto con ella.230

De conformidad con el artículo 171, párrafo primero, de la 
nueva Ley de Amparo, para que puedan reclamarse en amparo 
las violaciones procesales cometidas durante el proceso penal,231 
estas deben reunir las siguientes condiciones: 1) haber sido im-
pugnadas mediante el recurso o medio de defensa que correspon-
da, y 2) trascender al resultado del fallo.232 Sin embargo, como 
indica el segundo párrafo del mismo numeral, en relación con 
el último del artículo 107, fracción III, inciso a), constitucional, 
dicha impugnación ordinaria no será exigible en los amparos “de 
naturaleza penal promovidos por el inculpado”.

ces orales para su estudio cuando fenezca el plazo de su aplicación 
o al actualizarse otra circunstancia que amerite proveer al respec-
to (nuevo sistema de justicia penal en el estado de Chihuahua)”, tesis 
XVII.1o.P.A.4 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Décimo Séptimo Circuito, lib. VIII, t. 2, mayo de 2012, p. 2085; y supra, 
nota 194.

230		  “Amparo directo. En acatamiento al principio de definitividad, 
es improcedente cuando se reclama una sentencia de primera instan-
cia en la que se impone pena privativa de libertad sin disfrute inmedia-
to de condena condicional, y se declara irrecurrible, pero en su con-
tra procede un medio ordinario de defensa (legislación del estado de 
Chihuahua)”, tesis 1a./J. 130/2004, Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Primera Sala, t. XXI, marzo de 2005, p. 13.

231		  Considerando que el proceso inicia con el auto de vinculación a proceso 
a efectos del juicio de amparo, según el artículo 170, fracción I, párrafo quinto, 
de la nueva Ley de Amparo.

232		  Cfr. “Violación procesal reclamada en amparo directo. Debe 
declararse inoperante la que alega el patrón en virtud de la omisión 
de la Junta de requerir al trabajador para que subsane las deficien-
cias de su demanda”, tesis 2a./J. 34/2007, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Novena Época, Segunda Sala, t. XXV, marzo de 2007, p. 669.
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Esta prerrogativa nos parece acertada, no solamente porque 
aclara un aspecto que la anterior legislación de amparo no es-
tablecía expresamente, sino también porque es adecuada a la 
relación entre las posiciones jurídicas del acusado y la víctima. 
Nuevamente, es preciso traer a colación que los derechos del im-
putado tienen un “especial relieve” en el juicio penal, por el gra-
do de afectación que en su perjuicio podría traer el proceso penal 
a uno de los valores más altos del ordenamiento jurídico y de la 
persona humana.

Por otra parte, el artículo 173 de la nueva Ley de Amparo con-
tiene un “catálogo” de violaciones procesales cuya realización 
debe considerarse que afectan las defensas del quejoso. Algunas 
de estas hipótesis ya se ajustaron precisamente a los perfiles del 
proceso penal acusatorio, por ejemplo: 

•	 Fracción II: desahogo de pruebas realizado por persona 
distinta al juez que debe intervenir;

•	 Fracción III: intervención de un juez que haya conocido el 
asunto previamente;

•	 Fracción V: presentación de argumentos o pruebas de ma-
nera distinta a la pública, contradictoria y oral;

•	 Fracción VI: desigualdad en las condiciones de presenta-
ción de la acusación o defensa; 

•	 Fracción IX: falta de información al imputado en su com-
parecencia ministerial o judicial de los hechos que se le 
imputan y de sus derechos;

•	 Fracción XI: no ser juzgado en audiencia pública, salvo en 
los casos de excepción previstos constitucionalmente;

•	 Fracción X: restricción al imputado al acceso de los regis-
tros de investigación cuando esté detenido o se pretenda 
recibirle declaración o entrevistarlo;

•	 Fracción XIII: no permitir que el imputado cuente con de-
fensa adecuada por abogado que elija libremente desde el 
momento de su detención, o en su caso, no se le nombre 
defensor público, y cuando se impida, restrinja o interven-
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ga la comunicación con su defensor; e igualmente no se 
proporcione defensor con conocimiento de su lengua y cul-
tura al imputado indígena; 

•	 Fracción XXI: cuando se le sentencia por delito distinto al 
indicado por el auto de vinculación a proceso.

Es preciso también señalar que estas violaciones procesales y 
cualquier otra en materia penal, deben ser impugnadas en el am-
paro directo adhesivo que interponga la contraparte del quejoso 
principal. En caso contrario, precluirá el derecho a impugnar con 
posterioridad las violaciones cuya impugnación se omitió. Lo an-
terior no será aplicable tratándose del inculpado, como establece 
el artículo 182, tercer párrafo, de la nueva Ley de Amparo.

XI. Violaciones procesales “relevantes”

A finales del 2000, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
acuñó el concepto de “afectación en grado predominante o su-
perior”. Bajo esta doctrina se ha permitido impugnar en amparo 
actos que si bien afectan derechos procesales, su gravedad es tal 
que perjudica de manera exorbitante y trascendente al quejoso.233

El problema que derivó de estas “afectaciones en grado pre-
dominante o superior” fue que primigeniamente su impugnación 
correspondía al amparo directo. Esto creó una situación de incer-
tidumbre al no saber los justiciables con certeza qué vía procedía 
contra una violación procesal, por la falta un criterio jurispruden-
cial vinculante que lo determine. En nuestra opinión, la respuesta 
a esta cuestión bajo la anterior legislación estuvo en la aplicación 

233		  “Personalidad. En contra de la resolución que dirime esta 
cuestión, previamente al fondo, procede el amparo indirecto”, tesis 
649, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2011, Pleno, t. II, 
p. 722. Véase “Violaciones procesales dentro del juicio que afectan 
a las partes en grado predominante o superior. Notas distintivas”, 
tesis P. LVIII/2004, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Pleno, t. XX, octubre de 2004, p. 10.
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del principio pro actione para admitir la procedencia del amparo 
en una u otra vía; y reiteramos estas consideraciones.234

Los artículos 107, fracción V, y 170, fracción I, párrafo cuarto, 
de la nueva Ley de Amparo tiene como “actos de imposible repa-
ración” no solo a los que afectan derechos sustantivos fundamen-
tales, sino también a las violaciones procesales “relevantes”, que 
evidentemente son aquellas que la jurisprudencia ha establecido 
que ocasionan una afectación en “grado predominante o supe-
rior”, y a las cuales aplican los precedentes relativos a este últi-
mo concepto.235 Al pertenecer a la categoría de actos procesales 
irreparables, resulta claro que procede el amparo indirecto contra 
violaciones “relevantes”, aunque se hubiera ganado en claridad 
si esto se hubiera establecido también explícitamente al enume-
rarse los casos de procedencia de dicha vía.236

Los indicados preceptos de la nueva legislación de amparo 
hacen alternativamente procedentes las vías indirecta y directa 
contra las violaciones procesales, dependiendo de su naturaleza 
“irreparable” —que como vimos también comprende las de índo-
le “relevante”—. Pero como indicamos, la dificultad de este tema 
consiste en establecer cuándo una determinada resolución proce-
sal constituye una violación “relevante” que ocasiona una afecta-
ción en “grado predominante o superior”. Consideramos por tan-
to que la respuesta dada a este problema respecto de la anterior 
legislación de amparo, es también aplicable esencialmente a la 
vigente, pues los principios que la inspiraron también rigen so-
bre ella: debe admitirse siempre la demanda de amparo indirecto 
que reclame una violación procesal, y definir la gravedad de esta 
en la audiencia constitucional, a menos que su irrelevancia sea 
muy notoria, especialmente por haberse pronunciado al respecto 
la jurisprudencia temática vinculante de la Suprema Corte o los 

234		  Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, op. cit., nota 7, pp. 157 y 216 (170, 
233 y 234).

235		  Artículo transitorio sexto de la nueva Ley de Amparo.
236		  Cfr. artículos 107, fracción V, y 170, fracción I, párrafo cuarto, de la 

nueva Ley de Amparo.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2014, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal



LA NUEVA LEY DE AMPARO Y EL PROCESO ACUSATORIO 101

plenos de circuito; y por otra parte, siempre admitir su impugna-
ción en amparo directo, salvo que su calidad irrelevante se haya 
establecido por jurisprudencia de la indicada calidad al momento 
de cometerse.237

En las anteriores condiciones, se podrá impugnar mediante am-
paro indirecto aquellas resoluciones del proceso penal que no obs-
tante ser violaciones meramente adjetivas, ocasionen una afecta-
ción “relevante”, es decir, “en grado predominante o superior”. 

237		  Cfr. artículo 217, último párrafo, de la nueva Ley de Amparo; “Cosa 
juzgada…”, cit., nota 27 —ya bajo la reforma del 6 de junio de 2011—; “Ac-
tos dentro de juicio. Cuando afectan un derecho humano pueden ser 
combatidos en amparo indirecto o en el directo promovido contra 
la sentencia definitiva. Inaplicación de la doctrina de la preclusión 
procesal”, tesis I.3o.C.13 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, lib. XII, t. 3, septiembre de 2012, p. 1498; “Personalidad. 
Son inoperantes los conceptos de violación que en el amparo direc-
to pretenden cuestionarla”, tesis I.3o.C. J/38, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, t. XXV, mayo de 2007, p. 1899. Véanse también “Ju-
risprudencia. Caso en que su aplicación está sujeta al principio de no 
retroactividad”, tesis IV.1o.P.C.9 K, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Civil del Cuarto Circuito, t. XI, marzo de 2000, p. 1002; “Sobreseimiento en 
el juicio contencioso administrativo federal. El sustentado en juris-
prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitida con 
posterioridad a la presentación de la demanda, viola el derecho de 
acceso a la justicia y el principio de irretroactividad de la ley”, tesis 
I.4o.A.12 A (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Déci-
ma Época, Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, lib. XI, t. 2, agosto de 2012, p. 1993; Alvarado Esquivel, Miguel de 
Jesús, “¿Se acabaron los efectos retroactivos de la jurisprudencia?”, Revista del 
Instituto de la Judicatura Federal, México, núm. 34, 2012, pp. 25-41.
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